
1

Diez años de la UNGASS 2016: cambios y deudas 
en la política de drogas en Colombia



Bogotá, septiembre 2026.

Forma recomendada para citar
Cruz-Olivera, L., y Aguirre Ospina, P. (2026). Diez años de la UNGASS 
2016: Cambios y deudas en la política de drogas en Colombia. (p. 74). 
Elementa.

Autores
Luis Felipe Cruz-Olivera 
Paula Aguirre Ospina

Diseño editorial y diagramación
Angélica Linares Rodríguez

Con el apoyo de
Fundación Friedrich-Ebert (FES)

Las opiniones expresadas en este documento no representan necesariamente las de la 
Fundación Friedrich-Ebert (FES).



3

Luis Felipe Cruz-Olivera
Abogado y sociólogo de la Universidad Nacional de Colombia. Su ámbito 
de investigación es la historia y desarrollo del conflicto armado, así como 
su relación con el narcotráfico. Ha trabajado la relación entre garantía de 
derechos humanos, procedimiento penal y sistemas penitenciarios. Ha 
estudiado temas relacionados con la calidad de vida en territorios con 
presencia de cultivos de coca y el impacto de las políticas de drogas en el 
acceso a derechos sociales en poblaciones cocaleras. Recientemente es-
tudia los usos tradicionales y alternativos de la hoja de coca como parte del 
desarrollo alternativo al uso ilícito de la planta y sus derivados. https://orcid.
org/0000-0003-3670-9292

Paula Aguirre Ospina
Abogada con Maestría en Derecho Internacional de la Universidad de los 
Andes de Colombia. Tiene más de diez años de experiencia en política de 
drogas con enfoque de derechos, justicia transicional e incidencia política 
nacional e internacional. Apoyó a la Procuraduría General de la Nación ha-
ciéndole seguimiento a la implementación del punto 4 del Acuerdo de Paz y 
a la JEP en el caso 003 sobre los llamados “falsos positivos”. Actualmente es 
la Directora de la oficina de Elementa en Colombia.

https://orcid.org/0000-0003-3670-9292
https://orcid.org/0000-0003-3670-9292


4

Índice

Introducción

Resumen ejecutivo

Pág. 11

Pág. 06

01. Contexto previo a 2016: las nuevas 
agendas de la política exterior colombiana

02. La UNGASS 2016 y la política de 
drogas de las Naciones Unidas

03. La narrativa de los últimos tres 
gobiernos sobre drogas y su relación 
con los ODS y la paz

Pág. 13

Pág. 17

Pág. 21

Paz y desarrollo sostenible como marcos para 
la discusión sobre política de drogas

¿Qué recomendó el documento UNGASS 2016?

3.1. Juan Manuel Santos: abrir la conversación 
sin cerrar la brecha
3.2. Iván Duque: el intento de fortalecer la 
mano dura
3.3. Gustavo Petro: una narrativa sin planes  
de acción

Pág. 14

Pág. 19

Pág. 25

Pág. 21

Pág. 23



5

04. Los cambios en los nichos de 
la política de drogas Pág. 28

4.1. Reducción de riesgos y daños y respuestas al 
uso de drogas
4.2. Uso de drogas y Código de Policía
4.3. Erradicaciones
4.4. Desarrollo alternativo y su relación  
con la violencia en los territorios cocaleros
4.5. Regulación del cannabis
4.6. El enfoque de género no logra materializarse, 
salvo en las alternativas al encarcelamiento

Pág. 28
Pág. 33
Pág. 37

Pág. 41
Pág. 46

Pág. 49

Pág. 54

Conclusiones:
Cerrar brechas para implementar 
un política integral

Referencias Pág. 56



6

Diez años de la UNGASS 2016: cambios y deudas 
en la política de drogas en Colombia

Resumen ejecutivo
El documento recorre los periodos presidenciales de Juan Manuel Santos, 
Iván Duque y Gustavo Petro, y aborda la necesidad de una nueva política de 
drogas con enfoque de derechos humanos, salud pública y desarrollo, capaz 
de dar respuestas eficaces a los retos del Estado. A pesar de los cambios 
discursivos y una narrativa emergente sobre las drogas una década de la 
UNGASS 2016, los ODS y el Acuerdo Final de Paz (AFP) hay muchas deudas de 
cambio en las políticas que efectivamente se implementan.

Acá se identifican las posibilidades de avance y riesgos de retroceso que 
deberá enfrentar el nuevo Gobierno y el nuevo Congreso al implementar una 
reforma que responda no solo al documento de resultados de la UNGASS 
2016, sino también a los avances recientes en materia de derechos humanos 
y política de drogas. 

La información se organiza en bloques que muestran:  

1.	 El contexto previo al 2016 marcado por una inserción internacional del 
país a través de nuevas agendas como la construcción de paz, el desa-
rrollo sostenible y la reforma a la política de drogas (ver capítulo 1). 

2.	 El proceso que llevó al documento UNGASS 2016 y sus principales re-
comendaciones (ver capítulo 2).

3.	 Las líneas generales o los rasgos característicos de los tres últimos 
periodos de gobierno: abrir debates sin aterrizar cambios, intentar 
fortalecer la mano dura o tener una narrativa revolucionaria sin planes 
son quizá los tres modelos que el país ha seguido y que nos dejan enor-
mes retos (ver capítulo 3).

4.	 El análisis de los cambios en los nichos de la política de drogas: reduc-
ción de riesgos y daños, uso de drogas y Código de Policía, erradica-
ciones, desarrollo alternativo, regulación de cannabis y el enfoque de 
género en las alternativas al encarcelamiento (ver capítulo 4). 

Volver al índice
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El documento UNGASS 2016, la agenda de  
desarrollo sostenible y la paz:

El año 2016 estuvo cargado de acontecimientos para la política de drogas 
colombiana. En abril se celebró la UNGASS 2016. En julio se expidió una nue-
va reglamentación del uso medicinal del cannabis y entró en vigor el nuevo 
Código de Policía, que renovó las sanciones administrativas para el uso y 
porte de drogas en el espacio público. En el segundo semestre, el país vivió la 
incertidumbre del Acuerdo Final de Paz (AFP), que incluía una capítulo dedi-
cado “solución al problema de las drogas ilícitas”.

Debido a que a la negociación con las Farc-Ep dividió a la sociedad colom-
biana, el Gobierno de Santos juntó la narrativa de reforma de la política 
de drogas, la construcción de paz y el desarrollo sostenible a través de un 
cambio en la política exterior del Estado colombiano. Así, la narrativa de la 
paz y del desarrollo sostenible terminó enmarcando la política de drogas en 
Colombia. 

Aunque el proceso UNGASS 2016 movilizó importantes debates, resultó 
decepcionante porque dejó por fuera los temas que mejor exponían los da-
ños de la prohibición. No incluyó explícitamente la reducción de daños, la 
existencia de mercados regulados de cannabis, la descriminalización del 
uso de drogas o la moratoria de la pena de muerte por delitos de drogas. Sin 
embargo, sí reflejó una ruptura del consenso mundial sobre la idoneidad de 
un “mundo libre de drogas” como objetivo de política pública y la participa-
ción de otras agencias Naciones Unidas contribuyó a romper el aislamiento 
histórico de la CND, incluyendo en el debate las obligaciones de derechos 
humanos y los objetivos de la Agenda 2030 (ver p. 21).

La narrativa de los gobiernos de la última 
década:

El Gobierno Santos se caracterizó por abrir la conversación en escenarios 
multilaterales pero sin poder transformar la política a nivel interno, a su vez, 
el Gobierno Duque intentó fortalecer la mano dura, no lo logró, y por último, 
el Gobierno Petro desplegó una narrativa reformista sin planes concre-
tos para avanzar en la reforma a la política de drogas. Al final, el gran reto  
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pendiente es: cerrar las brechas entre discurso e implementación, sin 
dejar de lado el enfoque de género y la voz internacional del Estado 
colombiano.  

El segundo periodo de Gobierno de Santos estuvo marcado por avances pun-
tuales como la adopción de un marco regulatorio para el cannabis medicinal, 
la suspensión de las aspersiones aéreas con glifosato y la implementación 
de la ley de atención integral a las personas que usan drogas. Sin embargo, 
la expedición del Código de Policía enfocó el estigma contra las personas 
que usan o portan la dosis personal en el espacio público (ver p. 23). 

El Gobierno Duque, alineado con el Gobierno Trump, significó un retroceso 
claro en la narrativa reformista de la política de drogas. Aunque este Gobier-
no emitió el primer documento de política pública que abordó de manera in-
tegral los diferentes frentes de la política de drogas –la “Ruta Futuro”–, este 
fue un periodo marcado por una lucha contra la protección constitucional 
del porte y uso de la dosis personal, contra la flexibilización de las estrate-
gias antinarcóticos y contra el punto 4 del AFP (ver p. 24). 

Petro llegó a la Presidencia prometiendo pasar de un modelo prohibicionista 
a un paradigma centrado en los derechos humanos, la construcción de paz 
y la transformación económica de los territorios productores, sin crimina-
lizar a los cultivadores. Sin embargo, no se avanzó en la reglamentación de 
los usos alternativos de la hoja de coca, no se modificó el Código de Policía 
para eliminar las sanciones administrativas al uso y porte en espacio públi-
co, no se prohibieron las aspersiones aéreas con agrotóxicos, ni mejoró la 
seguridad en los territorios donde se implementan el AFP y los programas 
de sustitución (ver p. 26). 

A medida que avanzaba el Gobierno se fue experimentando un desgaste dis-
cursivo, dificultades para aprobar el plan de acción de la política de drogas, 
falta de apoyo a los proyectos de regulación del cannabis en el Congreso y 
enormes presiones para reanudar las aspersiones ante el aumento de las 
hectáreas cultivadas con coca y la descertificación de Estados Unidos.

Aunque cada uno de los tres gobiernos que se analizan tuvo una relación 
distinta con la reforma a la política de drogas, los tres comparten un mis-
mo patrón que se repite a lo largo de todo el documento: una diferencia 
importante entre el discurso que Colombia sostiene frente a la comunidad 
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internacional y los cambios que efectivamente logra en su propio territorio. 
Entender esta narrativa por gobiernos, en lugar de por temas, permite ver 
con más claridad cómo cada administración usó —o dejó de usar— la políti-
ca exterior, el Congreso y las decisiones judiciales para avanzar o frenar la 
reforma. 

Algunos retos relevantes: 

1.	 Defender la RRD como un servicio fundamental para el derecho a la 
salud de todas las personas que usan drogas, legales o ilegales, exten-
diendo la conversación también al alcohol y la nicotina (ver p. 34).

2.	 Escuchar las voces dentro de la propia Policía Nacional que señalan el 
desgaste de los agentes de calle y lo inútil que resulta perseguir a las 
personas que usan drogas (ver p. 37).

3.	 Proteger la aplicación de los principios de precaución y prevención 
ambiental frente a cualquier estrategia de aspersión aérea, y fortale-
cer la jurisprudencia constitucional que la ha frenado hasta ahora (ver 
p. 43).

4.	 Hacer seguimiento y exigir el cumplimiento de los compromisos pen-
dientes del PNIS y de los demás programas de desarrollo alternativo, 
en particular la entrega de recursos y bienes colectivos comprometi-
dos (ver p. 48). 

5.	 Movilizar la reforma al artículo 49 de la Constitución para poder hablar 
de un mercado regulado de uso adulto, con enfoque de derechos hu-
manos, salud pública e inclusión de los actores del mercado gris (ver p. 
52).

6.	 Defender la ley de utilidad pública y profundizar su implementación, lo 
que requiere una mejor articulación entre el Gobierno, la Defensoría 
del Pueblo y los jueces de ejecución de penas, además de motivar a 
más organizaciones a crear plazas de trabajo comunitario (ver p. 56).
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Cerrar brechas para implementar una política 
integral: 

Vale la pena insistir en que ninguno de los seis temas revisados en este do-
cumento se puede resolver de manera aislada (ver p. 57). 

La reducción de daños necesita financiación estable, que compite por los 
mismos recursos que hoy se destinan a la erradicación; la erradicación no 
tendrá sentido mientras no exista una alternativa económica legal y rentable 
para las familias cocaleras; el desarrollo alternativo no funcionará sin segu-
ridad ni sin una salida clara para los usos legales de la coca; y ni la regulación 
del cannabis ni las alternativas al encarcelamiento avanzarán mientras la 
narrativa de la guerra contra las drogas siga siendo, para buena parte de la 
clase política colombiana, la manera más fácil de mostrar resultados inme-
diatos frente a la opinión pública. Superar esa lógica exige, sobre todo, de-
cisiones de largo plazo, algo que la alternancia entre gobiernos con visiones 
tan distintas como los tres que se analizan aquí ha hecho particularmente 
difícil.
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Introducción
El año 2016 estuvo cargado de acontecimientos para la política de drogas 
colombiana. En abril se celebró en Nueva York la Sesión Especial de la Asam-
blea General de las Naciones Unidas sobre el problema mundial de las drogas 
(UNGASS 2016), un evento en el que Colombia fue protagonista. En julio se 
expidió una nueva reglamentación del uso medicinal del cannabis y entró en 
vigor el nuevo Código de Policía, que renovó las sanciones administrativas 
para el uso y porte de drogas en el espacio público. En el segundo semes-
tre, el país vivió la incertidumbre de la paz: el 26 de septiembre se firmó el 
Acuerdo para la Terminación del Conflicto entre el Gobierno y las Farc-EP; 
el 2 de octubre triunfó el “No” en el plebiscito, en una sorpresa mayúscula 
que obligó a renegociar el texto; finalmente, el 24 de noviembre se firmó un 
documento con modificaciones y el 1 de diciembre el Congreso ratificó el 
Acuerdo Final de Paz (AFP), que incluía un capítulo dedicado a la “solución al 
problema de las drogas ilícitas”.

A nivel internacional, 2016 también fue un año convulso. La campaña presi-
dencial de Estados Unidos dio como ganador a Donald Trump, un resultado 
que marcó el inicio de una época de amenazas al multilateralismo y de re-
torno de la retórica más dura de la guerra contra las drogas. A pesar de ello, 
Trump no modificó la regulación del cannabis de uso adulto que ya era una 
realidad en una decena de estados de su país. Así, el principal impulsor his-
tórico de la prohibición global permite a nivel subnacional el uso recreativo 
del cannabis, defendiendo esa incongruencia bajo el argumento de la “flexi-
bilidad” que tienen los Estados para aplicar las convenciones de drogas.

Con la perspectiva de una década de avances, retrocesos e intensos deba-
tes, este documento identifica los cambios que ha tenido la discusión sobre 
la reforma a la política de drogas en Colombia desde la adopción del docu-
mento final de la UNGASS 2016, teniendo en cuenta el diálogo permanente 
con las agendas de paz y de desarrollo sostenible. No es posible entender la 
narrativa de reforma de la política de drogas en Colombia sin considerar que 
se construyó en un momento en que el país buscaba una nueva inserción in-
ternacional a través del acuerdo de paz, la protección de la biodiversidad y el 
desarrollo sostenible.

Volver al índice
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El documento recorre los periodos presidenciales de Juan Manuel Santos, 
Iván Duque y Gustavo Petro, que representan, en cierta medida, tres mode-
los distintos de relación con la política de drogas. Esto permite identificar 
posibilidades de avance y riesgos de retroceso que deberá enfrentar el nue-
vo Gobierno y el nuevo Congreso al implementar una reforma que responda 
no solo al documento de resultados de la UNGASS 2016, sino también a los 
avances recientes en materia de derechos humanos.

Para este análisis se revisó información pública y documentos producidos 
por organizaciones colombianas de la sociedad civil, en torno a los temas 
priorizados por Fescol y Elementa: los cambios de narrativa y de política pú-
blica en la reducción de riesgos y daños (RRD), el uso y porte de sustancias 
en espacios públicos, el desarrollo alternativo y su relación con la violencia 
en zonas rurales, la regulación del cannabis, los usos alternativos de la hoja 
de coca y las alternativas al encarcelamiento con enfoque de género.

El informe se organiza en cuatro grandes bloques. En el primero, se mues-
tra el contexto previo al 2016 marcado por una inserción internacional del 
país a través de nuevas agendas como la construcción de paz, el desarrollo 
sostenible y la reforma a la política de drogas. En el segundo, se describe el 
proceso que llevó al documento UNGASS 2016 y sus principales recomenda-
ciones. En el tercero se describe en líneas generales los rasgos caracterís-
ticos de los tres últimos periodos de gobierno. Hay un vaivén de narrativas, 
abrir debates sin aterrizar cambios, intentar fortalecer la mano dura o tener 
una narrativa revolucionaria sin planes son quizá los tres modelos que el país 
ha seguido y que nos dejan enormes retos. En el cuarto bloque, se analizan 
los cambios en los nichos de la política de drogas. Y al final se expone como 
conclusión el gran reto pendiente: cerrar las brechas entre discurso e im-
plementación, sin dejar de lado el enfoque de género y la voz internacional 
del Estado colombiano.
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1.	 Contexto previo a 2016: las nue-
vas agendas de la política  
exterior colombiana
La llegada de Juan Manuel Santos a la Presidencia en 2010 marcó un cambio 
significativo, pues por primera vez se reconoció, desde el más alto nivel del 
Estado, que las agendas de política de drogas, desarrollo y paz estaban pro-
fundamente integradas. En marzo de 2012 el Gobierno anunció reuniones 
exploratorias con las Farc-Ep, y en agosto se firmó la hoja de ruta para las 
negociaciones de paz que se llevarían a cabo en La Habana. El paso de la 
guerra total contra esa guerrilla hacia una solución política del conflicto di-
vidió al país. En paralelo, el Gobierno ajustó su política exterior para obtener 
apoyo internacional a la negociación e insertar a Colombia en el liderazgo 
de escenarios multilaterales relacionados con el proceso de paz (Sánchez & 
Campos, 2019; Ramírez, 2011).

Esta política exterior llevó a Colombia a liderar la discusión internacional so-
bre reforma a la política de drogas, medio ambiente y desarrollo sostenible, 
dejando de lado el aislamiento regional que había caracterizado al Gobierno 
de Álvaro Uribe. Colombia impulsó, en paralelo, la redacción y aprobación de 
los Objetivos de Desarrollo Sostenible (ODS), el documento de resultados de 
la UNGASS 2016 y el AFP, a través de una narrativa que recuperaba la legiti-
midad nacional desde la condición de principal país afectado por la política 
de drogas y por la histórica relación entre conflicto armado y narcotráfico. 

El Gobierno jugó, además, las cartas de la biodiversidad del país y la nece-
sidad de terminar un conflicto de más de 60 años, logrando conectar tres 
agendas —reforma a la política de drogas, desarrollo sostenible y construc-
ción de paz— en un solo relato. Ninguno de esos tres procesos se puede 
entender por fuera del contexto en el que se desarrollaron; y la política de 
drogas quedó, desde entonces, incluida en dos apuestas mucho más am-
plias, cuyos compromisos de transformación profunda todavía no se han 
materializado.

Las tensiones entre la prohibición y sus alternativas no eran nuevas en el 
contexto colombiano; de hecho, se instalaron en medio del propio proceso 
preparatorio de la UNGASS 2016. El Gobierno de Santos anticipó giros en la 

Volver al índice
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política de drogas desde 2012, impulsando la celebración de esa asamblea 
especial y promovió, en la Organización de Estados Americanos (OEA), in-
formes sobre alternativas al encarcelamiento y escenarios diversos para 
enfrentar el “problema” de las drogas en las Américas, en los que se planteó 
por primera vez la regulación de sustancias como una opción posible. Sin 
embargo, fue en 2015 cuando el Gobierno tomó dos decisiones que marca-
ron un verdadero punto de quiebre en el discurso de reforma: suspendió 
las aspersiones aéreas con glifosato y reglamentó el uso medicinal de la 
marihuana.

Tras décadas de investigación e incidencia sobre los daños de la política de 
drogas en la población colombiana, el país se atrevía, por primera vez, a apli-
car medidas fuera del repertorio prohibicionista. Ya no solo se denunciaban 
los excesos y fracasos del prohibicionismo; el momento político hablaba 
abiertamente de regular el cannabis, la hoja de coca e incluso la cocaína. La 
relación entre narcotráfico y conflicto armado, y el hecho de que la prohi-
bición fuera en sí misma un factor de continuidad de la violencia, pusieron 
sobre la mesa la necesidad de una nueva política de drogas con enfoque de 
derechos humanos, salud pública y desarrollo, capaz de dar respuestas efi-
caces a los retos del Estado. Una década después, hay muchos cambios dis-
cursivos y una narrativa emergente sobre las drogas, pero también muchas 
deudas de cambio en las políticas que efectivamente se implementan.

Paz y desarrollo sostenible como marcos para la 
discusión sobre política de drogas

La narrativa de la paz y del desarrollo sostenible terminó enmarcando la 
reforma a la política de drogas en Colombia. Por un lado, el documento UN-
GASS 2016 se conecta con la agenda de desarrollo más amplia impulsada 
por Naciones Unidas y llama a enfrentar las causas y consecuencias de la 
economía de las drogas sobre las personas y comunidades, relacionando la 
ilegalidad y sus mercados con la falta de servicios sociales, la exclusión y la 
marginación social. Por otro lado, durante la preparación de la Conferencia 
de las Naciones Unidas sobre Desarrollo Sostenible de junio de 2012, Colom-
bia y Guatemala aportaron a la Agenda 2030 la idea de crear una serie de 
Objetivos de Desarrollo Sostenible con metas concretas y medibles (Pine-
da-Escobar, 2018, p. 4).



15

Diez años de la UNGASS 2016: cambios y deudas 
en la política de drogas en Colombia

Imagen No. 1. El documento UNGASS 2016 dentro de las agendas de desarrollo 
sostenible y construcción de paz

Fuente: Elaboración propia 
 

Descripción: La imagen muestra dos círculos intersecados que representan los discursos y 
compromisos del Estado colombiano con respecto al documento discutido y aprobado en la 
Asamblea General de las Naciones Unidas sobre la Agenda 2030 para el desarrollo sostenible (a 
la izquierda) y el Acuerdo Final de Paz firmado entre el Gobierno y las Farc-EP (a la derecha). En la 
intersección entre ambos círculos se ubica el documento de resultados de UNGASS 2016 que se 
aprobó en la Asamblea General de las Naciones Unidas.

El debate sobre indicadores y metas realizables también sincronizó las po-
siciones del Estado colombiano frente a la política de drogas y los ODS. El 
país integró el Grupo de Trabajo sobre los ODS entre marzo de 2013 y julio 
de 2014, escenario en el que se depuraron los 17 objetivos y las 169 metas 
que hoy conocemos (Chasek et al., 2016, p. 12). El hecho de que el Gobierno 
nacional estuviera negociando la paz llevó a una implementación temprana 

AGENDA 2030
para el Desarrollo 

Sostenible Gobierno - FARC-EP

ACUERDO
FINAL DE PAZUNGASS 

2016



16

Diez años de la UNGASS 2016: cambios y deudas 
en la política de drogas en Colombia

de los ODS o al menos esa fue la narrativa desplegada en escenarios multi-
laterales, cuando 146 de las 169 metas (casi el 90%) fueron incorporadas al 
Plan Nacional de Desarrollo o a otras agendas políticas relevantes, incluidos 
el AFP, la iniciativa de crecimiento verde y las prioridades del país para su 
ingreso a la OCDE (Pineda-Escobar, 2018). 

De hecho, el AFP contiene compromisos directamente relacionados con 68 
metas de los ODS, particularmente las asociadas al capítulo de “solución de-
finitiva al problema de las drogas ilícitas”. Dada la larga historia colombiana 
de desarrollo alternativo y la conexión entre narcotráfico, conflicto armado 
y violencias derivadas de la prohibición, ese capítulo resultaba casi inevita-
ble para el contexto nacional. 

Ese punto del Acuerdo fue, sin embargo, mucho más allá de la transforma-
ción territorial propia del desarrollo alternativo, pues comprometió al Estado 
colombiano a implementar un sistema de atención al uso de drogas, medi-
das alternativas al encarcelamiento y mejores herramientas para perseguir 
el crimen organizado, entre otros. Es decir, el punto 4 planteó una narrativa 
distinta frente a lo que había sido la política de drogas desde hacía 30 años. 

Aun así, el propio Acuerdo tenía límites. En primer lugar, la ambición de “so-
lucionar el problema de las drogas” se quedaba corta porque las Farc-Ep, 
aunque eran un actor relevante de esa economía criminal, no acaparaban 
todo el cultivo, la transformación ni la exportación de cocaína —una estruc-
tura diversa y descentralizada, con múltiples actores, que terminó mutando 
tras la salida de esa guerrilla del negocio (International Crisis Group, 2025). 
En segundo lugar, los problemas del narcotráfico no dependen solo de la 
estructura del mercado, sino también de las políticas que el propio Estado 
colombiano ha implementado para enfrentarlo, con enormes daños que el 
país todavía no termina de diagnosticar. Decir que el AFP era “la solución al 
problema de las drogas” fue, por eso, una exageración, su aporte esencial fue 
sustraer a las Farc-Ep de esa economía, lo que abrió una oportunidad —no 
una garantía— para que el Estado llenara los vacíos de seguridad y desarrollo 
en los territorios que antes ocupaba esa guerrilla (Pereira & Cruz, 2017, p. 12).
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2.	 La UNGASS 2016 y la política de 
drogas de las Naciones Unidas
El documento UNGASS 2016 surgió de un proceso que trajo enfoques nue-
vos a la política de drogas, discutidos en espacios de crítica a la prohibición, 
pero que al final fueron “edulcorados” con el lenguaje propio de los escena-
rios diplomáticos. Más que el documento final en sí mismo, lo importante 
de la UNGASS 2016 fue el proceso, los temas nuevos que se pusieron sobre 
la mesa —aunque no todos hayan quedado incluidos— y la movilización de la 
sociedad civil que lo acompañó.

El origen político de la UNGASS 2016 fue una solicitud conjunta de los Go-
biernos de Colombia, Guatemala y México al Secretario General de las Na-
ciones Unidas en 2012, para celebrar una conferencia de alto nivel con dos 
objetivos. El primero, hacer un balance de los alcances y limitaciones de la 
política de drogas —incluida la violencia generada por su producción, tráfi-
co y consumo— y, el segundo, tomar decisiones para dar mayor eficacia a 
las estrategias con las que la comunidad internacional enfrenta este reto 
(Gobierno de Colombia et al., 2012). La motivación de fondo era la evidencia, 
construida durante años por la sociedad civil y la academia, sobre cómo, 
mientras el esfuerzo estatal era enorme, la violencia sobre las poblaciones 
era altísima y las organizaciones criminales seguían teniendo recursos y ca-
pacidad para amenazar instituciones y comunidades.

El proceso de la UNGASS 2016 se distinguió de otros momentos de la política 
global sobre drogas porque incluyó, desde el inicio, una crítica a los objetivos 
del régimen internacional de fiscalización y a sus consecuencias dañinas. 
La carta de Colombia, Guatemala y México reconocía implícitamente que la 
prohibición no solo era ineficaz, sino que producía daños que los Estados no 
habían atendido. Aunque el lenguaje de la solicitud sugería, entre líneas, una 
conferencia para discutir cambios a las propias convenciones de drogas, en 
el papel la UNGASS 2016 solo tuvo el mandato de evaluar los logros y retos 
en la aplicación de la Declaración Política y el Plan de Acción de 20091, siem-
pre dentro del marco de los tratados internacionales de control de drogas 
(UNGA, 2013).

1  Declaración Política y Plan de Acción sobre Cooperación Internacional en Favor de una 
Estrategia Integral y Equilibrada para Contrarrestar el Problema Mundial de las Drogas.

Volver al índice
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A partir de 2014 se encomendó a la Comisión de Estupefacientes (CND, por 
su sigla en inglés) la dirección del proceso y la redacción del documento fi-
nal, lo que sometió toda la discusión a la dinámica y las limitaciones propias 
de Viena2 (TNI & GDPO, 2016). Esto redujo el alcance del debate, pues mien-
tras la Asamblea General cuenta con representación de todos los Estados 
miembros de Naciones Unidas, la CND solo tiene 53. Además, la mayoría de 
las negociaciones se llevaron a cabo en reuniones “informales” en las que la 
sociedad civil no pudo participar. 

Los países más reformistas, junto con la sociedad civil, intentaron esca-
par a esa camisa de fuerza organizando eventos paralelos en Nueva York e 
invitando a otros actores del sistema de Naciones Unidas, pero la toma de 
decisiones por consenso en Viena terminó imponiendo la versión más edul-
corada del documento final, aprobado por la Asamblea General sin espacio 
para cuestionar la prohibición misma ni para señalar las violaciones a los 
derechos humanos que ella causaba. El solo hecho de que fuera la Asamblea 
General, y no una conferencia de los Estados parte de las convenciones, la 
que discutiera el documento, y de que los tratados siguieran siendo el marco 
obligado de la discusión, recortó el alcance más reformista de todo el esfuer-
zo (TNI & GDPO, 2016).

Vale la pena detenerse en la dinámica misma de las negociaciones, porque 
explica buena parte de las limitaciones del documento final. Al quedar en 
manos de la CND, un órgano técnico pensado para administrar los tratados 
de fiscalización y no para debatir reformas de fondo, la discusión terminó 
regida por la lógica del consenso diplomático y cualquier país podía bloquear 
un párrafo que no le gustara, lo que empujó el texto hacia el mínimo común 
denominador aceptable para los Estados más conservadores. Las reuniones 
“informales” —donde realmente se negociaba el lenguaje del documento— se 
celebraron sin participación de la sociedad civil, que solo pudo influir de ma-

2  La Comisión de Estupefacientes funciona en la sede de las Naciones Unidas de Viena, y es el 
espacio dentro del ECOSOC encargado de diseñar la política de drogas en todo el sistema. Desde 
la década de 1990 y hasta el 2025 el espacio funcionó bajo el consenso, es decir, las declaraciones 
y resoluciones en este escenario no iban a votación por los 53 miembros, por el contrario, se 
negociaban palabra a palabra en espacios informales y se llegaba a la plenaria simplemente a 
ratificar el “lenguaje acordado”. Este mecanismo de funcionamiento le permitió al bloque más 
alineado con la prohibición vetar la referencia a los temas que promovía el sector más reformista, 
incluso, por mucho tiempo se vetó dentro del lenguaje la referencia a la reducción de daños y aún 
no se ha podido condenar la pena de muerte para delitos asociados al uso o tráfico de drogas.
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nera indirecta, a través de la presión pública y de los países más reformistas 
que sí tenían asiento en la mesa. Aun con esas limitaciones, la sola inclusión 
de agencias de derechos humanos y de desarrollo de Naciones Unidas en 
un proceso históricamente dominado por los organismos de fiscalización de 
drogas fue, en sí misma, un logro político significativo para el movimiento de 
reforma.

¿Qué recomendó el documento UNGASS 2016?

El documento retomó la salud y el bienestar de la humanidad como objetivo 
central de la política de drogas, y aceptó implícitamente que los usos medi-
cinales y científicos de los estupefacientes son los únicos legítimos dentro 
del régimen de control, sin abrir una conversación sobre las tensiones que 
generan las regulaciones de cannabis de uso adulto. En contraposición, sí 
reconoció la “flexibilidad” de los Estados para formular y aplicar políticas na-
cionales según sus prioridades y necesidades.

El sector reformista logró incluir llamados a una mayor coherencia dentro 
del sistema de Naciones Unidas en torno a las obligaciones de los Estados 
en materia de drogas y derechos humanos. El documento recordó que apli-
car los tratados de drogas implica “promover la protección y el respeto de 
los derechos humanos y la dignidad de todas las personas”. Antes de la UN-
GASS 2016 no era común que las declaraciones políticas o los documentos 
de Naciones Unidas hicieran un llamado tan claro a favor de los derechos 
humanos en la ejecución de las estrategias de drogas; ese avance fue, en 
gran medida, resultado de la presión de la sociedad civil.

El documento compiló recomendaciones operacionales en siete ámbitos: la 
reducción de la demanda, la disponibilidad de sustancias fiscalizadas con 
fines médicos y científicos, la reducción de la oferta, los derechos huma-
nos y las drogas —incluyendo a jóvenes, niñas, niños y mujeres—, las nuevas 
sustancias psicoactivas, la cooperación internacional y el desarrollo alter-
nativo. Aunque las recomendaciones sobre reducción de la demanda se 
centraron en la prevención, el documento hizo guiños tímidos a estrategias 
de RRD de bajo umbral, al mencionar la necesidad de reducir las consecuen-
cias adversas del uso indebido y de fortalecer la prevención y el tratamiento 
de sobredosis con participación de la sociedad civil. Sin embargo, expresio-
nes como “uso indebido” o “reducción de la demanda” invisibilizaron, en la 
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práctica, a la RRD, que ya venía desarrollándose en varios países —incluido 
Colombia— desde la institucionalidad y desde la sociedad civil.

Frente a la reducción de la oferta, el documento recomendó a los Estados 
tener en cuenta las causas y consecuencias sociales y económicas de la 
delincuencia organizada, y orientar la persecución penal hacia los respon-
sables de mayor escala o gravedad dentro de los grupos delictivos —es 
decir, sin decirlo expresamente, pidió establecer mejores criterios de pro-
porcionalidad entre el nivel de participación de una persona en la estructura 
delictiva y su responsabilidad penal. Los derechos humanos, la coherencia 
interna de Naciones Unidas, la proporcionalidad de las sanciones penales y 
la promoción de enfoques diferenciales fueron los frentes de mayor avance 
discursivo. El documento recomendó dar participación a las mujeres en el 
diseño e implementación de la política de drogas, evitar que sus condicio-
nes sociales y económicas las pongan en riesgo de explotación, y tener en 
cuenta las necesidades específicas de niñas, niños, adolescentes y jóvenes 
afectados por la delincuencia relacionada con drogas.

El documento presentó, además, avances discursivos interesantes en el 
sector justicia (por ejemplo los relacionados con la ley de utilidad pública 
que se explica más adelante) por lo que invitó a los Estados a tomar medidas 
sustitutivas a la pena de prisión para delitos de tráfico de estupefacientes, a 
garantizar la proporcionalidad de las penas y a atender el uso de drogas entre 
la población privada de la libertad, e incluso recomendó tomar medidas para 
acabar con el hacinamiento y la violencia en las cárceles. También abordó el 
monitoreo de las tendencias de uso de drogas, recomendando mejorar las 
capacidades de los Estados para identificar nuevas sustancias a través del 
testeo y de redes de alerta temprana —un aspecto innovador que exige for-
talecer las capacidades técnicas de los laboratorios nacionales. Por último, 
abordó las estrategias de sustitución de cultivos bajo el paraguas del “desa-
rrollo alternativo”, recomendando atender las cuestiones socioeconómicas 
que subyacen al cultivo ilícito mediante políticas y programas sostenibles y 
equilibrados.

En todo caso, el documento de resultados de la UNGASS 2016 resultó decep-
cionante porque dejó por fuera los temas que mejor exponían los daños de 
la prohibición, no incluyó explícitamente la reducción de daños, la existencia 
de mercados regulados de cannabis, la descriminalización del uso de drogas, 



21

Diez años de la UNGASS 2016: cambios y deudas 
en la política de drogas en Colombia

la moratoria de la pena de muerte por delitos de drogas, ni una referencia 
clara a la protección de usos tradicionales o religiosos de las sustancias 
fiscalizadas (TNI & GDPO, 2016, p. 7). Sin embargo, el proceso que llevó a la 
UNGASS sí reflejó una ruptura del consenso mundial sobre la idoneidad de 
un “mundo libre de drogas” como objetivo de política pública (Pereira-Arana 
& Cruz-Olivera, 2016), y la participación de agencias como la Oficina del Alto 
Comisionado para los Derechos Humanos, el Programa de Naciones Unidas 
para el Desarrollo, ONU-Sida, ONU-Mujeres y UNICEF contribuyó a romper el 
aislamiento histórico de la CND, incluyendo en el debate las obligaciones de 
derechos humanos y los objetivos de la Agenda 2030 (J. Garzón, 2016).

3.	 La narrativa de los últimos  
tres gobiernos sobre drogas y  
su relación con los ODS y la paz
Aunque cada uno de los tres gobiernos que se analizan a continuación tuvo 
una relación distinta con la reforma a la política de drogas, los tres compar-
ten un mismo patrón que se repite a lo largo de todo este documento: una 
diferencia importante entre el discurso que Colombia sostiene frente a la 
comunidad internacional y los cambios que efectivamente logra en su pro-
pio territorio. Entender esta narrativa por gobiernos, en lugar de por temas, 
permite ver con más claridad cómo cada administración usó —o dejó de 
usar— la política exterior, el Congreso y las decisiones judiciales para avan-
zar o frenar la reforma.

3.1. Juan Manuel Santos: abrir la conversación sin 
cerrar la brecha

Santos fue el primer presidente en ejercicio que cuestionó la efectividad 
de las políticas de drogas basadas en la prohibición y que impulsó, desde la 
política exterior, un debate sobre la necesidad de reformarlas. Es un hecho 
relevante si se tiene en cuenta que había sido ministro de Defensa durante 
el Gobierno de Álvaro Uribe y que fue el último presidente que ejecutó re-
cursos del Plan Colombia, que se extendió hasta 2015 (Ministerio de Defensa 
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Nacional, 2015).

Entre agosto de 2014 y noviembre de 2015, el Gobierno realizó el “Diálogo 
Nacional sobre el Futuro de la Política de Drogas”, con el objetivo de pro-
piciar un debate informado con la ciudadanía y conocer sus percepciones 
sobre esta política (Ministerio de Justicia y del Derecho, 2016, p. 7). Entre las 
percepciones más fuertes que recogió ese ejercicio estuvo la incongruen-
cia entre permitir el uso de drogas y castigar duramente su producción y 
comercialización, el enfoque punitivo desproporcionado sobre los actores 
operativos del narcotráfico y las fallas estructurales en la implementación y 
evaluación de la política. Ese esfuerzo puede tomarse como una línea base 
para medir los cambios de narrativa que vinieron después.

El Diálogo resaltó que una causa estructural de la dependencia económica 
de muchas regiones frente a la cadena de la cocaína tiene causas estruc-
turales como la ausencia histórica del Estado —reflejada en el atraso de in-
fraestructura vial, social y agropecuaria—, la presencia de grupos armados 
ilegales y las promesas estatales incumplidas. Por eso se consideró que 
las estrategias ancladas en la sustitución, la concertación y el desarrollo 
alternativo son más legítimas para las poblaciones campesinas que la erra-
dicación forzada, vista como generadora de rechazo, desconfianza frente 
a las instituciones y desplazamiento de los cultivos sin resolver las causas 
de fondo. Frente al uso de drogas, se señaló que los programas de preven-
ción son insuficientes y mal enfocados —apostando al miedo con narrativas 
estigmatizantes que no logran reducir la edad de inicio del consumo— y que 
existen enormes barreras de acceso a atención y tratamiento, por cobertura 
limitada, altos costos, infraestructura inadecuada y, en algunos casos, mal-
trato o enfoques moralizantes que no favorecen la recuperación.

El segundo periodo de Gobierno de Santos estuvo marcado por avances pun-
tuales como la adopción de un marco regulatorio para el cannabis medicinal, 
la suspensión de las aspersiones aéreas con glifosato y la implementación 
de la ley de atención integral a las personas que usan drogas. Sin embargo, 
la mayor participación de la sociedad civil y la escucha de sus problemas no 
lograron cerrar la enorme brecha entre los enfoques defendidos por Colom-
bia en los escenarios internacionales y los cambios reales logrados dentro 
del país.

Vale la pena señalar que ninguna de estas percepciones ciudadanas era, en 
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el fondo, novedosa, ya para 2015 la Comisión Asesora en Política de Drogas 
había advertido que el principal problema de la atención al consumo era la 
falta de financiación, y que las políticas y directrices generadas en años 
anteriores no lograban llevarse a la realidad por la ausencia de inversión 
sostenida y de una arquitectura institucional capaz de garantizar la conti-
nuidad de las acciones (Comisión Asesora Política de Drogas, 2015, p. 25). 
Ese diagnóstico, hecho antes incluso de la UNGASS 2016, terminaría repi-
tiéndose de manera casi idéntica bajo los tres gobiernos que se analizan en 
este documento.

3.2. Iván Duque: el intento de fortalecer la mano 
dura

Tras duras críticas al AFP y a la forma como Santos había llevado su políti-
ca exterior, incluida su relación con el primer Gobierno Trump, el Gobierno 
de Iván Duque significó un retroceso claro en la narrativa reformista de la 
política de drogas. Este periodo estuvo marcado por una lucha contra la 
protección constitucional del porte y uso de la dosis personal, contra la 
flexibilización de las estrategias antinarcóticos y contra el punto 4 del AFP 
(Arboleda & Molano, 2018). En la práctica, hubo un repliegue en la alineación 
entre la política nacional y el documento de resultados de la UNGASS 2016 
y Colombia perdió protagonismo en la discusión sobre reforma que se im-
pulsaba desde la CND, mientras su enfoque se alineaba de inmediato con el 
Gobierno de Estados Unidos, que presionaba la reanudación de las asper-
siones aéreas y amenazaba con descertificar al país, lo que “narcotizó” de 
nuevo las relaciones entre ambos países (Durán, 2017). 

Duque se propuso revisar e intentar revertir los compromisos que Santos ha-
bía logrado con las Farc-Ep, en particular los relacionados con la conexidad 
del narcotráfico al delito político, la Jurisdicción Especial para la Paz (JEP) 
y la “solución al problema de las drogas ilícitas”. Propuso hacer obligatoria 
la erradicación y la sustitución de cultivos, perseguir internacionalmente 
los precursores químicos del narcotráfico y “erradicar las zonas de miedo y 
tolerancia” que mueven el microtráfico en las ciudades (Duque & Ramírez, 
2018). Su Gobierno se asentó en la narrativa de la guerra contra las drogas 
con mano dura contra el microtráfico: en su discurso de posesión declaró 
que perseguiría a los “jíbaros”, mientras describía el uso de drogas como un 
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problema de “ausencia de valores de familia, de educación cívica y moral, y 
de autoridad” (Arboleda & Molano, 2018).

Con todo, durante este periodo el sistema de Naciones Unidas y la sociedad 
civil internacional lograron un avance importante para establecer coheren-
cia entre las agendas de desarrollo sostenible y política de drogas. En marzo 
de 2019 se publicaron las Directrices Internacionales sobre Derechos Huma-
nos y Política de Drogas, un esfuerzo de varias agencias de Naciones Unidas 
que recordó a los Estados las medidas que deben adoptar para cumplir si-
multáneamente sus obligaciones de derechos humanos y sus compromisos 
en los tratados de fiscalización internacional (ONUSIDA et al., 2019, p. 4). Sin 
embargo, la falta de liderazgo internacional del Gobierno colombiano, pro-
ducto de su alineamiento con Estados Unidos, le hizo perder la oportunidad 
de seguir impulsando reformas durante el segmento de alto nivel de la CND 
de 2019, cuando existía la posibilidad de ajustar las metas globales de la polí-
tica de drogas (Pereira-Arana, 2019; IDPC, 2018). En esa revisión, la sociedad 
civil colombiana envió aportes basados en la experiencia del fracaso de la 
política centrada en la prohibición, recomendando adoptar el goce efectivo 
de los derechos humanos y el desarrollo sostenible como objetivo global de 
la política de drogas (Coalición de Acciones Para el Cambio, 2019a, p. 27).

Durante este Gobierno se emitió el primer documento de política pública que 
abordó de manera integral los diferentes frentes de la política de drogas: la 
“Ruta Futuro” (Ministerio de Justicia y del Derecho, 2018). Aunque esta polí-
tica incluyó, en el papel, principios de derechos humanos, salud pública, de-
sarrollo territorial y ordenamiento ambiental, influencia clara de la UNGASS 
2016 y de los debates sobre derechos humanos y desarrollo, su premisa de 
fondo seguía siendo equivocada: entender las drogas únicamente como algo 
nocivo que debía enfrentarse con represión, desconociendo los problemas 
estructurales detrás de su producción, comercialización y uso (Pereira-Ara-
na, 2019; Uribe, 2019). La contradicción entre el discurso y la práctica fue 
evidente, pues el Gobierno hablaba de derechos humanos mientras desti-
naba más del 95% del presupuesto de la política de drogas a la erradicación 
y a la desarticulación de bandas productoras (Elementa DDHH, 2022). A 
partir de la Ruta Futuro, el Gobierno hizo enormes esfuerzos por decomisar 
la dosis personal y reanudar las aspersiones aéreas, incrementando la ten-
sión social con las personas que usan drogas en el espacio público y con las 
poblaciones cultivadoras de coca que exigían la implementación del punto 4 
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del AFP. Este periodo estuvo, además, marcado por la pandemia de covid-19 
y el estallido social.

Es útil recordar, además, que la Ruta Futuro se organizó alrededor de cuatro 
pilares —reducir el consumo de drogas, reducir su disponibilidad, desarti-
cular las estructuras criminales y afectar sus rentas ilícitas— acompañados, 
en el discurso, de principios de derechos humanos, salud pública, seguridad 
ciudadana y desarrollo territorial. El problema no estaba tanto en la arquitec-
tura del documento como en la manera en que se ejecutó, pues al concentrar 
la inmensa mayoría del presupuesto en erradicación y desarticulación de 
bandas, el Gobierno terminó reproduciendo la misma lógica represiva que la 
propia política decía superar, dejando en el papel los componentes de salud 
pública y desarrollo humano que, en teoría, debían equilibrar la estrategia.

3.3. Gustavo Petro: una narrativa sin planes  
de acción

El lanzamiento del informe final de la Comisión para el Esclarecimiento de 
la Verdad, la Convivencia y la No Repetición (CEV) fue el antecedente que 
marcó la propuesta de cambio de Gustavo Petro en política de drogas (CEV, 
2022, p. 826). La Comisión definió al narcotráfico como un modelo de acu-
mulación de riqueza y poder político profundamente imbricado en el con-
flicto armado, y concluyó que la guerra contra las drogas no solo fracasó en 
desmontar ese sistema, sino que produjo una serie de daños y violaciones a 
los derechos de las poblaciones campesinas y raizales en el marco del con-
flicto interno (Coalición de Acciones Para el Cambio et al., 2022, p. 7-8). La 
Comisión reconoció lo que la sociedad civil había señalado por décadas: la 
prohibición alimentó narrativas de criminalización de poblaciones y territo-
rios que justificaron operaciones violentas sin reducir la economía criminal, 
y recomendó transitar hacia una política integral con un enfoque de regula-
ción (Coalición de Acciones Para el Cambio et al., 2022).

Petro llegó a la Presidencia prometiendo pasar de un modelo prohibicionista 
a un paradigma centrado en los derechos humanos, la construcción de paz y 
la transformación económica de los territorios productores, sin criminalizar 
a los cultivadores (Petro & Márquez, 2022). Prometió prohibir la aspersión 
aérea con glifosato, impulsar la sustitución voluntaria de cultivos, regular 
el cannabis y la hoja de coca investigando sus usos benéficos, y abordar el 
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consumo como un asunto de salud pública con enfoque de RRD. En política 
exterior, su Gobierno retomó y profundizó el giro abierto por Santos, siendo 
muy activo en escenarios multilaterales relacionados con desarrollo, medio 
ambiente y política de drogas, con una visibilidad notable de la celebración 
en Colombia de la COP16 del Convenio de Diversidad Biológica y de la Confe-
rencia Latinoamericana y del Caribe sobre Drogas (2023). 

El espacio internacional en el que el país más contribuyó a movilizar la dis-
cusión fue, de nuevo, la CND. Después de apoyar la solicitud del Gobierno 
boliviano de revisar críticamente el lugar que ocupa la hoja de coca en el ré-
gimen internacional de fiscalización (IDPC, 2025), en marzo de 2025 la dele-
gación colombiana logró que se aprobara la conformación de un panel de 19 
expertos para hacer una revisión crítica de todo el sistema de fiscalización 
de drogas —una propuesta que fue vista como una oportunidad para poner, 
por fin, la discusión sobre la efectividad de la prohibición sobre la mesa (Pe-
reira-Arana, 2025).

La principal apuesta interna de Petro fue la construcción y aprobación de 
la Política Nacional de Drogas 2023-2033, “Sembrando Vida desterramos el 
narcotráfico”, que partió del reconocimiento del fracaso de las estrategias 
anteriores frente a unos grupos criminales que se financian de las econo-
mías ilegales (Ministerio de Justicia y del Derecho, 2023). La política propuso 
un giro que prioriza el cuidado de la vida, el ambiente, los derechos humanos 
y la consolidación de la paz, sin renunciar a debilitar a las organizaciones 
criminales, mediante los pilares de “oxígeno”, enfocado en apoyar a los terri-
torios y poblaciones afectadas a través de economías lícitas, restauración 
ambiental y salud pública; y “asfixia”, que concentra la acción punitiva y mi-
litar en los nodos estratégicos del sistema criminal, todo ello articulado con 
las políticas de paz, seguridad y desarrollo agrario. El diagnóstico de esta 
política fue acertado, apoyado en una década de trabajo de la academia y la 
sociedad civil; sin embargo, el componente de asfixia no dista mucho de lo 
ya intentado en gobiernos anteriores. En cambio, los “ejes tejedores” —regu-
lación, nuevas narrativas y diplomacia para el cambio— sí representaron una 
innovación, al ser la primera vez que un documento de política pública se 
propuso cambiar la comprensión del fenómeno de las drogas y establecer 
un marco regulatorio para el uso adulto del cannabis con enfoque de dere-
chos humanos.
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Sin embargo, ni la Política Nacional de Drogas ni el renovado liderazgo co-
lombiano en escenarios multilaterales evitaron que, a nivel interno, se re-
pitiera el mismo problema que enfrentó Santos: la falta de materialización 
de los cambios en la legislación colombiana. Durante este Gobierno no se 
avanzó en la reglamentación de los usos alternativos de la hoja de coca, no 
se modificó el Código de Policía para eliminar las sanciones administrativas 
al uso y porte en espacio público, no se prohibieron las aspersiones aéreas 
con agrotóxicos, ni mejoró la seguridad en los territorios donde se imple-
mentan el AFP y los programas de sustitución. A medida que avanzaba el 
Gobierno se fue experimentando un desgaste discursivo, dificultades para 
aprobar el plan de acción de la política de drogas, falta de apoyo a los pro-
yectos de regulación del cannabis en el Congreso y enormes presiones para 
reanudar las aspersiones ante el aumento de las hectáreas cultivadas con 
coca y la descertificación de Estados Unidos. Al final, el Gobierno Petro dejó 
la sensación de una propuesta que no logró ejecutarse, con salidas en falso 
como la propuesta presidencial de comprar directamente la hoja de coca en 
el corregimiento de El Plateado (Presidencia de la República, 2024).

La implementación de la Política Nacional despegó lento, entre otras ra-
zones, por el aprendizaje de los funcionarios, los cambios recurrentes en 
cargos directivos y “un engranaje institucional sin un liderazgo claro que li-
mitó estructuralmente la articulación interagencial y dispersó las acciones” 
(Rueda, 2024, p. 7). Esto minó las posibilidades de avance y empantanó la 
adopción del Plan de Acción de la política y de los indicadores para medir su 
desempeño, que al final del Gobierno no habían sido publicados (J. Forero, 
2025). En septiembre de 2025, Estados Unidos descertificó la política de 
drogas de Colombia, reservándose la posibilidad de cambiar esa designa-
ción “si el gobierno de Colombia toma medidas más enérgicas para erradicar 
la coca” —es decir, si el país retoma la fumigación aérea (United States De-
partment of State, 2025). La relación entre Petro y Trump se deterioró aún 
más el 25 de octubre de 2025, cuando el presidente colombiano, su entorno 
familiar y el Ministro del Interior fueron incluidos en la lista de sanciones de 
la Oficina de Control de Activos Extranjeros de Estados Unidos (OFAC) (De-
partment of the Treasury, 2025).
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4.	 Los cambios en los nichos de la 
política de drogas
Una narrativa es un relato construido a partir de ideas, valores, conceptos 
e incluso prejuicios que guían la forma de comprender y actuar frente a la 
realidad. La política de drogas está construida sobre narrativas cargadas de 
prejuicio contra poblaciones desempoderadas, prejuicio moral contra cier-
tas sustancias y una comprensión pobre de los fenómenos que hay detrás 
de su producción, tráfico y uso. Desde 2018, con el proyecto “Desintoxicando 
Narrativas”, Elementa y Fescol han trabajado por cambiar la manera en que 
se habla, se informa y se cuenta el fenómeno de las drogas, para dejar atrás 
las dinámicas que hacen daño al debate público.

En este capítulo se revisan los cambios de narrativa que la UNGASS 2016, el 
AFP y los ODS han traído a seis nichos de la política de drogas colombiana: 
la RRD, el uso de drogas y el Código de Policía, la política de erradicación, el 
desarrollo alternativo, la regulación del cannabis y las alternativas al encar-
celamiento con enfoque de género.

4.1.	Reducción de riesgos y daños y respuestas al 
uso de drogas

De los seis temas que se revisan en este documento, la RRD es, probable-
mente, el que ha dependido más de la sociedad civil y menos del Estado para 
sostenerse en el tiempo. A diferencia de la erradicación o de la regulación 
del cannabis, que dependen casi por completo de decisiones gubernamen-
tales o legislativas, buena parte de la infraestructura de RRD que existe hoy 
en el país —desde los dispositivos de base comunitaria hasta los servicios de 
testeo de sustancias— fue construida, financiada y sostenida durante años 
por organizaciones sociales, muchas veces sin ningún respaldo estatal. Esa 
historia explica por qué, incluso ahora que el Estado empieza a asumir un rol 
más activo a través de las resoluciones de 2025, persiste la desconfianza 
de muchas organizaciones frente a la posibilidad de que la institucionalidad 
termine imponiendo una visión demasiado médica o “sanitarista” sobre un 
enfoque que nació, precisamente, para ir más allá de la mirada estrictamen-
te clínica del consumo de drogas.

Volver al índice
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La RRD es un enfoque que agrupa estrategias para acompañar a las perso-
nas que decidieron usar drogas, con el objetivo de reducir los daños asocia-
dos al consumo o a su estatus legal, priorizando intervenciones adecuadas 
al contexto de cada persona. Es un enfoque respetuoso de los derechos hu-
manos y de los principios de salud pública, que considera a toda la población 
como sujeto de derechos y destinataria de las políticas de salud, indepen-
dientemente de si consume o no drogas (RIOD, 2018, p. 11). A diferencia de 
la prevención, la RRD se adecúa al momento en que la persona ya decidió 
usar drogas y busca acompañarla con información y servicios que mitiguen 
los daños. Para el año 2013, más de 839 mil personas habían manifestado el 
consumo de alguna droga ilegal en el último año, mientras que cerca de 484 
mil personas presentaban indicadores de uso abusivo o dependiente, en 
condiciones de requerir algún tipo de asistencia (Gobierno de la República 
de Colombia, 2013, p. 15).

A nivel colombiano, el progreso de la RRD ha estado marcado por la falsa idea 
de que el país es solamente productor de drogas, lo que ha relegado las res-
puestas al consumo a un tercer o cuarto plano en la asignación de recursos. 
Aun así, en 2007 se adoptó una política nacional para reducir el consumo de 
sustancias psicoactivas y su impacto, que impulsó la generación de progra-
mas de atención primaria en salud para esta población. Durante el segundo 
Gobierno de Santos hubo avances importantes en generación de evidencia 
y en criterios técnicos, en 2012 se promulgó la ley de atención integral a las 
personas que usan drogas, en 2014 se publicó el estudio nacional de sustan-
cias psicoactivas y, en 2015, se lanzó una guía para la reducción de daños y 
la prevención del VIH asociada a la inyección de sustancias (Ministerio de 
Salud y Protección Social, 2015).

Uno de los principales motores de la RRD en el país ha sido la creación de 
programas de intercambio de jeringas y de los “dispositivos de base comu-
nitaria”, que existen desde 2002 y que, aunque no fueron creados original-
mente pensando en la RRD —sino en incrementar las capacidades de las per-
sonas para la inclusión social—, terminaron dando la infraestructura básica 
para el intercambio de jeringas, el monitoreo de infecciones de transmisión 
sexual, la prevención de muertes por sobredosis de heroína y la atención de 
derechos de poblaciones que ejercen trabajo sexual o habitan en la calle (Mi-
nisterio de Justicia y del Derecho, 2021, p. 44). A diferencia de la RRD de los 
países del norte global, ligada históricamente al uso de drogas inyectables, 
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en Colombia se relacionó también con la atención al uso de cocaínas fuma-
bles o pegamentos industriales en contextos de calle (Pereira & Ramírez, 
2019, p. 46). En paralelo, se desarrollaron servicios de testeo de sustancias 
para personas menos vulnerables socialmente, pero desprotegidas por la 
falta de información sobre lo que circula en el mercado ilegal —un servicio 
que, con el tiempo, la sociedad civil ha sostenido casi en solitario, sin que el 
Estado lo asuma como propio.

La financiación ha sido, históricamente, el principal problema de la RRD. 
Desde 2015 se advertía que el presupuesto asignado a las políticas de re-
ducción de oferta era más de 15 veces mayor que el destinado a las políticas 
de reducción del consumo (Comisión Asesora Política de Drogas, 2015, p. 
25). Durante el Gobierno de Duque, si bien se adoptó una política integral 
para la prevención y atención del consumo3, se publicó el Estudio Nacional 
de Consumo de Sustancias Psicoactivas y se lanzó una guía para fortalecer 
los dispositivos de base comunitaria, también se recrudeció la persecu-
ción contra las personas que usan drogas en espacio público mediante el 
decreto de decomiso de la dosis personal, bajo la narrativa de proteger a la 
niñez. La reducción de daños quedó relegada a una simple acción dentro del 
componente de “superación del consumo”, cada vez más desfinanciada y 
con un enfoque casi exclusivo en la abstinencia (Coalición de Acciones Para 
el Cambio et al., 2022, p. 19): solo un 3% del total de los recursos asigna-
dos a las estrategias de drogas se destinaba a la atención del uso (Elementa 
DDHH, 2022, p. 8).

La principal apuesta de Petro en este frente fue reemplazar la criminali-
zación del uso de drogas por un enfoque de salud pública, diseminando los 
Centros de Atención Médica a Drogodependientes (CAMAD) que ya existían 
en Bogotá (Petro & Márquez, 2022, p. 51). La mayoría de las acciones con-
cretas de ese Gobierno en materia de RRD llegaron hasta 2025: en octubre 
de ese año el Ministerio de Justicia conformó una Red Territorial de Análisis 
de Sustancias Psicoactivas junto con organizaciones de la sociedad civil 
(Ministerio de Justicia y del Derecho, 2025), mientras que el Ministerio de 
Salud emitió la Resolución 2100 de 2025 —que adoptó una política integral 

3  Ministerio de Salud y Protección Social. Resolución 089 de 16 de enero de 2019 “Por la cual se 
adopta la Política Integral para la Prevención y Atención del Consumo de Sustancias Psicoactivas”. 
Disponible en: https://www.minsalud.gov.co/sites/rid/Lists/BibliotecaDigital/RIDE/DE/DIJ/
resolucion-089-de-2019.pdf

https://www.minsalud.gov.co/sites/rid/Lists/BibliotecaDigital/RIDE/DE/DIJ/resolucion-089-de-2019.pdf
https://www.minsalud.gov.co/sites/rid/Lists/BibliotecaDigital/RIDE/DE/DIJ/resolucion-089-de-2019.pdf
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de prevención, reducción de riesgos y daños y atención del consumo, y creó 
el Sistema Nacional de Atención al Consumo de Sustancias Psicoactivas4— y 
la Resolución 2628 de 2025, que estableció los requisitos para que las orga-
nizaciones de base comunitaria operen formalmente dentro del sistema de 
salud5 (Consultor salud, 2025). Estas resoluciones redefinieron el marco ins-
titucional del país frente al consumo, pasando de un enfoque predominan-
temente prohibicionista a uno centrado en la salud pública y los derechos 
humanos, aunque algunos han señalado que le dan un enfoque demasiado 
“sanitarista” a unos dispositivos comunitarios que prestaban servicios más 
amplios que los estrictamente médicos.

En 2023 se abrió en Bogotá la primera Sala de Uso Supervisado del país —
espacios que permiten a las personas inyectarse bajo supervisión— y en 
2025 se abrió la segunda en Cali. A pesar de los debates jurídicos sobre su 
legalidad, estos espacios gozan de protección constitucional al garantizar 
el derecho a la salud de las personas que se inyectan drogas (FIP & Elementa 
DDHH, 2017, p. 8). Un informe reveló que, durante 2025, la sala de Bogotá tri-
plicó su número de usos gracias a la confianza generada con la comunidad, 
lo que permitió entregar más de 60 mil jeringas y revertir 33 sobredosis en 
un solo año (Corporación ATS, 2026).

La sociedad civil que construye la RRD desde hace más de dos décadas ha 
tenido que confrontar, además, ideas profundamente equivocadas: que las 
drogas son “el demonio”, que las personas que las usan no tienen voluntad 
ni derechos, o que promover la RRD equivale a fomentar el consumo. Estas 
narrativas han tenido efectos perversos documentados, pues se han regis-
trado casos en los que la propia Policía “confiscaba” el material higiénico que 
entregaban los programas de intercambio de jeringas, como si ese material 
fuera evidencia de un delito (Pereira & Ramírez, 2019, p. 70). Las organiza-

4  Ministerio de Salud y Protección Social. Resolución 2100 de 14 de octubre de 2025 “Por la cual 
se adopta la Política integral para la prevención, la reducción de riesgos y daños y la atención 
del consumo de sustancias psicoactivas, licitas e ilícitas y el Sistema Nacional de Atención al 
consumo de sustancias psicoactivas” Disponible en: https://www.alcaldiabogota.gov.co/sisjur/
normas/Norma1.jsp?i=191101
5  Ministerio de Salud y Protección Social. Resolución 2628 de 17 de diciembre de 2025 “Por la cual 
se establecen los requisitos y condiciones para la autorización de funcionamiento y operación 
de las Organizaciones de Base Comunitaria y su articulación en el Sistema de Salud, a través 
de acciones que concurran en el cuidado integral de la salud, y se dictan otras disposiciones”. 
Disponible en: https://www.alcaldiabogota.gov.co/sisjur/normas/Norma1.jsp?i=192318&dt=S

https://www.alcaldiabogota.gov.co/sisjur/normas/Norma1.jsp?i=191101
https://www.alcaldiabogota.gov.co/sisjur/normas/Norma1.jsp?i=191101
https://www.alcaldiabogota.gov.co/sisjur/normas/Norma1.jsp?i=192318&dt=S
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ciones de RRD cargan con parte del estigma que se dirige a las personas 
que usan drogas, pero han sido, al mismo tiempo, una de las herramientas 
narrativas más poderosas para señalar los errores y los daños de la política 
de drogas.

La evolución de la RRD en Colombia también ha ido más allá de los programas 
de intercambio de jeringas y de los dispositivos de base comunitaria. Hoy 
existen reflexiones y guías específicas sobre la RRD con alcohol y nicotina 
(Corporación ATS, 2020), sobre el llamado “chemsex” —el uso de drogas aso-
ciado a encuentros sexuales— (Corporación ATS, 2021), y sobre la gestión del 
placer como un enfoque que va más allá de la simple mitigación de daños. La 
sociedad civil, por ejemplo, ha promovido guías de buenas prácticas para las 
fiestas (Rojas et al., 2022) y reflexiones sobre el uso de drogas en mujeres 
(Morris et al., 2023), mostrando que la RRD ya no se limita a las sustancias 
más estigmatizadas ni a los contextos de mayor vulnerabilidad social, sino 
que abarca formas de consumo mucho más amplias y diversas.

Retos pendientes

	▪ Actualizar el Estudio Nacional de Consumo de Sustancias Psicoac-
tivas, que según el estándar internacional debería renovarse cada 
cinco años y que el Gobierno de Petro deja pendiente6.

	▪ Implementar plenamente las recientes resoluciones del Ministerio 
de Salud sobre RRD y dispositivos de base comunitaria, garantizan-
do recursos continuos —se debería buscar que al menos el 50 % de 
la inversión del Fondo de Rehabilitación, Inversión Social y Contra el 
Crimen Organizado (Frisco) en política de drogas vaya a programas 
de salud pública e inclusión social.

	▪ Defender la RRD como un servicio fundamental para el derecho a 
la salud de todas las personas que usan drogas, legales o ilegales, 
extendiendo la conversación también al alcohol y la nicotina.

6  La Encuesta nacional de consumo de sustancias psicoactivas contiene información de 2019 
y fue publicada en 2020 (Ministerio de Justicia y DANE, 2019). De acuerdo con los estándares 
internacionales, este tipo de estudios deben producirse para periodos de 5 años y deben permitir 
la comparación entre resultados para no perder la línea de tiempo de estudios anteriores.
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	▪Mejorar la provisión de servicios de RRD en zonas rurales, particu-
larmente donde se concentra el cultivo de hoja de coca y su trans-
formación en pasta base o cocaína.

4.2. Uso de drogas y Código de 
Policía
El artículo 49 de la Constitución prohíbe expresamente el porte y el uso de 
sustancias estupefacientes o psicotrópicas, salvo prescripción médica; sin 
embargo, la propia Corte Constitucional aclaró, desde 2012, que esa prohibi-
ción no equivale a un mandato de criminalización, ni penal ni administrativa, 
de la llamada “dosis personal”. Esta aparente contradicción —una conducta 
prohibida por la Constitución, pero que no puede sancionarse ni penal ni 
administrativamente cuando se trata de consumo propio— es la que ha per-
mitido, durante toda la última década, que gobiernos y congresos busquen 
fórmulas intermedias, casi siempre a través de figuras como las “medidas 
correctivas” del Código de Policía, para sancionar de facto lo que la Consti-
tución protege en el papel.

En 2016 el Congreso aprobó la Ley 1801, que estableció el Código Nacional de 
Seguridad y Convivencia, presentado como una actualización de las normas 
que permitiría dejar atrás el carácter represivo y de débil garantía de dere-
chos humanos del código anterior (Albornoz, 2017). Sin embargo, en la refor-
ma policial el Gobierno de Santos fue incongruente con su propio discurso 
internacional y mientras caracterizaba el uso de drogas como un asunto de 
salud pública, aprobó un código con 18 conductas relacionadas con el uso 
o porte de drogas en el espacio público, sancionadas con multas, privación 
del derecho a usar espacios públicos, participación en programas comu-
nitarios y remisión a centros de atención a la drogadicción —una remisión 
contradictoria si se tiene en cuenta que la oferta de servicios especializa-
dos de tratamiento es inexistente en cerca del 95% de los 1.122 municipios 
del país (Pereira & Ramírez, 2019, p. 100).

El Código de Policía fue, en la práctica, un retroceso frente a las garantías 
que había defendido la Corte Constitucional desde 1994 sobre el libre desa-
rrollo de la personalidad. A pesar de la declaración formal sobre el “carácter 

Volver al índice
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no sancionatorio” de las llamadas medidas correctivas7, varios artículos del 
Código establecieron sanciones administrativas que se aplican de manera 
arbitraria y selectiva por la policía de calle. La Constitución protege el de-
recho a usar y portar drogas para consumo personal, y una sentencia de 
2012 había concluido que no autorizaba imponer sanciones ni penales ni 
administrativas por esa conducta; sin embargo, el nuevo Código otorgó un 
amplio margen de discrecionalidad a los agentes para perseguir y desplazar 
a las personas que usan drogas en el espacio público. Esto activó un ciclo 
de estigma y criminalización administrativa: la comunidad asocia el uso de 
drogas con la inseguridad y pide a la policía que expulse a quienes consumen 
en los espacios públicos; los agentes intervienen, se generan tensiones y 
órdenes arbitrarias, y se termina imponiendo sanciones o ejerciendo violen-
cia contra las personas. Solo en el primer año de vigencia del Código, más 
de 120 mil personas fueron sancionadas por conductas relacionadas con el 
porte y uso de drogas —la tercera parte de todas las sanciones impuestas 
bajo esa norma (Cruz & Pereira, 2021, p. 104).

El 1º de octubre de 2018, apenas dos meses después de posesionarse, el Pre-
sidente Duque firmó el Decreto 1844 para decomisar la dosis personal, bajo 
el argumento de proteger a las familias y a la niñez, aunque la medida no era 
necesaria porque el propio Código de Policía ya permitía decomisar la dosis 
y sancionar su porte en espacio público (Dejusticia, 2018). En la práctica, el 
decreto sirvió como un llamado simbólico para que la policía intensificara la 
persecución contra los usuarios. El decreto habilitó un “proceso verbal in-
mediato” que permitía a la policía de calle “juzgar” y sancionar estas conduc-
tas en el momento, lo que dio lugar a agresiones, retención de documentos y 
hasta actos de extorsión por parte de algunos agentes (J. Garzón & Castillo, 
2018). Temblores ONG documentó que el decreto contribuyó a que la policía 
interpusiera al menos 166.546 comparendos injustificados, y que más del 
60% de los comparendos registrados en 2019 se impusieron a personas que 
portaban menos de un gramo (Temblores Ong, 2023).

El decreto fue demandado casi al tiempo de su expedición; el Consejo de 
Estado no lo suspendió y, en la decisión final, negó su nulidad, aunque con-
dicionó su validez a que solo se aplicara cuando la conducta “trascendiera 

7  Artículo 172 del código de policía.



35

Diez años de la UNGASS 2016: cambios y deudas 
en la política de drogas en Colombia

la esfera íntima del consumidor”8. En junio de 2019 la Corte Constitucional 
declaró inconstitucional la prohibición general de consumir bebidas alco-
hólicas o sustancias psicoactivas en el espacio público, al considerar que 
afectaba de manera excesiva el libre desarrollo de la personalidad (Dejus-
ticia, 2019). Con base en esa decisión, el Congreso expidió la Ley 2000 de 
2019, que facultó a las autoridades locales para determinar en qué lugares 
del espacio público —perímetros de colegios, parques, zonas históricas o 
de “interés público”— está prohibido el uso de drogas. En la práctica, esta 
ley dejó sin efectos reales la decisión de la Corte, pues volvió a sancionar de 
manera generalizada el consumo en el espacio público y para 2021, el artícu-
lo que esa misma ley había agregado al Código concentraba el 64% de todas 
las sanciones impuestas por la policía (Lanz et al., 2025, p. 81).

El Gobierno de Petro derogó el decreto de decomiso en diciembre de 2023, 
bajo el argumento de evitar la criminalización de las personas que usan 
drogas y orientar los esfuerzos hacia las organizaciones dedicadas al micro-
tráfico y al narcotráfico. Sin embargo, la normativa vigente sigue otorgando 
discrecionalidad a los agentes de policía para sancionar administrativa-
mente el consumo en espacios públicos. En abril de 2023, la Corte Consti-
tucional se pronunció9 sobre las normas que prohibían el uso de drogas en 
entornos escolares y otros espacios de interés cultural, y aunque señaló que 
constituían una prohibición absoluta al no fijar las circunstancias de modo, 
tiempo y lugar, no las declaró inconstitucionales; en su lugar, ordenó a las 
asambleas y concejos municipales fijar esas condiciones y al Gobierno na-
cional expedir lineamientos para guiar esas regulaciones (Pérez, 2023). Sin 
embargo, de una muestra de 48 regulaciones locales revisadas, solo cinco 
cumplen con lo ordenado por la Corte (Temblores Ong, 2024), lo que ha per-
mitido que la narrativa que asocia el uso de drogas en los parques con la 
inseguridad siga ganando terreno10.

8  Consejo de Estado. Sala de lo contencioso administrativo, sección primera, Sentencia 30 de 
abril de 2020 radicados: 11001-03-24-000-2018-00387-00 y 11001-03-24-000-2018-00399-00. 
Disponible en:  https://www.alcaldiabogota.gov.co/sisjur/normas/Norma1.jsp?i=125460t
9  Corte Constitucional de Colombia, STC C-127 de 2023. Disponible en:  https://www.
corteconstitucional.gov.co/relatoria/2023/c-127-23.htm
10  https://www.temblores.org/pazaporte

https://www.alcaldiabogota.gov.co/sisjur/normas/Norma1.jsp?i=125460t
https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2023/c-127-23.htm
https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2023/c-127-23.htm
https://www.temblores.org/pazaporte
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Algunas voces expertas han defendido que era necesario actualizar las nor-
mas de convivencia, pues el código anterior imponía sanciones irrisorias 
que favorecían el incumplimiento y no daba a los agentes herramientas dis-
crecionales, inmediatas y eficaces para resolver conflictos cotidianos sin 
que estos escalaran a delitos (Coronado & Ortega, 2017). Pero el resultado 
fue una norma que pasó de estar desactualizada a tener un contenido ex-
cesivamente punitivo, con facultades tan amplias que llevaron a múltiples 
abusos de autoridad (Albornoz, 2017). En Colombia esto generó una dicoto-
mía perversa: tratar a las personas que usan drogas como “delincuentes” o 
como “enfermos”, sin que ninguna de las dos etiquetas garantice sus dere-
chos. Bajo esa lógica, ni siquiera el actual “enfoque de salud pública” que se 
predica en el discurso oficial logra satisfacer la garantía básica de no ser 
criminalizado por el simple hecho de usar drogas.

Retos pendientes

	▪ Impulsar una reforma policial que impida a las entidades territoria-
les abusar de las facultades que la Ley 2000 de 2019 y la jurispru-
dencia constitucional les dieron para regular el uso de drogas en el 
espacio público.

	▪ Abrir la discusión sobre el carácter sancionatorio de las medidas 
correctivas del Código de Policía, teniendo en cuenta que la Cons-
titución solo permite establecer medidas administrativas peda-
gógicas o terapéuticas, y que estas deben ser consentidas por la 
persona.

	▪ Escuchar las voces dentro de la propia Policía Nacional que señalan 
el desgaste de los agentes de calle y lo inútil que resulta perseguir a 
las personas que usan drogas.

	▪ Profundizar en el argumento de que usar o portar drogas en el es-
pacio público no es, en sí mismo, una conducta que afecte la convi-
vencia ni los derechos que protege el Código de Policía.
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4.3. Erradicaciones
Este nicho de la política de drogas concentra, quizás mejor que ningún otro, 
la tensión permanente entre lo que el país dice en los escenarios internacio-
nales y lo que hace en el territorio. Durante la última década, Colombia ha 
presentado la suspensión de las aspersiones aéreas de 2015 como uno de 
sus mayores logros frente a Naciones Unidas y la comunidad internacional 
de derechos humanos; sin embargo, esa suspensión nunca fue completa 
ni definitiva, y el país ha seguido dependiendo, en mayor o menor medida 
según el Gobierno de turno, de las mismas herramientas de fumigación que 
dice haber superado.

Uno de los cambios más relevantes del Gobierno de Santos, y el que más se 
alinea con los llamados de la UNGASS 2016 y los ODS, fue la suspensión de las 
aspersiones aéreas. El glifosato es la palabra que mejor representa la guerra 
de la política de drogas contra las comunidades rurales, pues las aspersiones 
aéreas se usaron desde 1984 para erradicar cultivos de marihuana, amapola y 
coca, y entre 1994 y 2015 el Gobierno asperjó 1,9 millones de hectáreas, prin-
cipalmente en Caquetá, Putumayo, Bolívar, Chocó y Nariño (Elementa DDHH, 
2023, p. 6; Coalición de Acciones Para el Cambio, 2019a, p. 17). 

Las consecuencias fueron graves. Afectaron el derecho a la salud humana, 
aumentaron las probabilidades de contraer cáncer, enfermedades respira-
torias, dermatológicas y de tener abortos espontáneos, como lo han docu-
mentado la OMS y el Centro de Derechos Reproductivos (Centro de Derechos 
Reproductivos et al., 2020), además de la degradación de fuentes hídricas y 
la muerte de flora y fauna, incluidos polinizadores esenciales para la segu-
ridad alimentaria (Elementa DDHH, 2023, p. 7). El costo económico también 
fue enorme:  se estima que entre 2005 y 2014 el país gastó 79,9 billones de 
pesos (a precios de 2018) en las fumigaciones, equivalentes al 33,9% del 
Presupuesto General de la Nación de 2019, financiados en buena parte con 
recursos del Plan Colombia (Cruz et al., 2020, p. 16).

Para 2015 la discusión sobre el glifosato ya estaba activada, tanto porque el 
Plan Colombia estaba llegando a su fin como porque la erradicación de una 
hectárea resultaba mucho más cara que otras herramientas disponibles. En 
marzo de ese año, el Centro Internacional de Investigaciones sobre el Cán-
cer concluyó que el glifosato era probablemente cancerígeno (Organización 

Volver al índice
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Mundial de la Salud, 2015), un pronunciamiento que el Gobierno usó como 
excusa para suspender las aspersiones aéreas en septiembre de 2015. Sin 
embargo, poco después, en diciembre de 2016, el mismo Gobierno autorizó 
de manera incongruente el uso de glifosato en aspersiones terrestres. En 
abril de 2017, la Corte Constitucional ordenó mantener la suspensión de las 
fumigaciones aéreas y aclaró que solo podrían reanudarse si el Gobierno 
tomaba medidas para evaluar y prevenir los daños a la salud y al ambiente, 
respetando el principio de precaución (Sentencia T-236 de 2017).

El AFP estableció un principio de secuencialidad y priorización entre los 
distintos métodos de reducción de cultivos: primero la sustitución volun-
taria concertada con las comunidades, luego la erradicación manual, y solo 
como última instancia la aspersión aérea (Presidencia de la República, 2018, 
p. 279). Pero a medida que el Gobierno resaltaba el fin de las aspersiones 
aéreas, las erradicaciones forzadas por otros métodos se convirtieron en la 
nueva política y en el primer año de implementación del AFP, el Gobierno se 
comprometió a erradicar 100 mil hectáreas, mitad forzada y mitad volunta-
ria, lo que generó enfrentamientos y bloqueos por parte de las comunidades 
campesinas, con hechos tan graves como la muerte de siete personas en 
Tumaco en octubre de 2017 (FIP, 2018, p. 31).

El Gobierno de Duque hizo de la reactivación de las aspersiones aéreas una 
de sus principales banderas, a pesar de que la evidencia académica había 
refutado su efectividad —se calcula que, en promedio, se deben asperjar 30 
hectáreas para erradicar efectivamente una sola (Camacho & Mejía, 2017, p. 
160)— y de que las aspersiones presionaban el aumento de cultivos en mu-
nicipios vecinos a los fumigados (Rincón-Ruiz & Kallis, 2013, p. 67). El pulso 
comenzó en marzo de 2019, cuando el Gobierno solicitó a la Corte Constitu-
cional modular las órdenes de una sentencia de 201711; en junio de ese año, la 
Corte reiteró esas órdenes y exigió evidencia objetiva y concluyente de que 
no habría daño para la salud o el ambiente antes de reanudar las fumigacio-
nes, además de exigir que el proceso se hiciera de buena fe con el AFP y el 
programa de sustitución de cultivos (Auto 387 de 2019).

En diciembre de 2019 el Gobierno inició el trámite ambiental para reini-
ciar las aspersiones ante la Autoridad Nacional de Licencias Ambientales 

11  Corte Constitucional de Colombia, Auto A387 de 2019, anexo 1. Disponible en:  https://www.
corteconstitucional.gov.co/relatoria/autos/2019/a387-19.htm

https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/autos/2019/a387-19.htm
https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/autos/2019/a387-19.htm
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(ANLA). En marzo de 2020 —justo el día en que se declaró la emergencia 
sanitaria por la covid-19— organizaciones de la sociedad civil solicitaron una 
audiencia pública para debatir los riesgos ambientales del nuevo plan (De-
justicia, 2020); la disputa sobre si esa audiencia debía ser virtual o presen-
cial, en zonas donde muchas familias no tenían siquiera conexión a internet, 
se convirtió en un símbolo de la desconexión entre el Estado y esos terri-
torios12. La audiencia finalmente se realizó en diciembre de 2020, de forma 
presencial en Florencia (Caquetá) y transmitida por radio y televisión a otros 
16 espacios. En abril de 2021, el Ministerio de Justicia expidió un decreto 
para regular la gestión de riesgos de las fumigaciones y, dos días después, 
la ANLA autorizó un nuevo plan de manejo ambiental en 14 departamentos 
y 104 municipios13. Sin embargo, la articulación de organizaciones campe-
sinas y de derechos humanos —que incluso activó a relatores de derechos 
humanos de Naciones Unidas (Dejusticia, 2021) y una solicitud de audiencia 
ante la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (Elementa DDHH et 
al., 2022)— llevó la disputa hasta la Corte Constitucional, que en noviembre 
de 2021 dejó sin efectos esa autorización por violar los derechos a la consul-
ta previa, la participación y el debido proceso (Dejusticia, 2022b).

En paralelo a esta batalla jurídica, se intensificaron los operativos de erra-
dicación terrestre. durante 2020 se registraron 51 enfrentamientos entre 
comunidades campesinas y la fuerza pública, con uso de armas de fuego en 
el 20% de los casos, al menos un herido en el 19% y al menos un muerto en 
el 6% (Observatorio de Tierras, 2020). Además, el 7% de las veredas con fa-
milias vinculadas al programa de sustitución fueron objeto de erradicación 
forzada, a pesar de que ya se habían comprometido a sustituir voluntaria-
mente (Secretaría técnica del componente internacional de verificación CI-
NEPP/PPP-CERAC, 2021, p. 184). Al final, el proceso de reanudación del uso 
de glifosato se volvió, más que una estrategia técnica, un asunto de honor 
político para el Gobierno de Duque (J. Garzón & Rueda, 2021), mientras la 
pregunta de fondo —qué hacer con la dependencia económica de la hoja de 
coca causada por la marginación social— permaneció sin resolver.

12  Ver saga de tutelas en: https://www.dejusticia.org/nuestros-temas/politica-de-drogas/
linea-de-tiempo-del-glifosato-en-colombia/ (Dejusticia, 2022a).
13  Autoridad Nacional de Licencias Ambientales. Resolución 00694 del 14 de abril de 2021 “Por 
la cual se modifica un Plan de Manejo Ambiental y se tomas otras determinaciones”. Disponible 
en: https://www.dejusticia.org/wp-content/uploads/archivos-linea-tiempo/2018-2021/14%20
de%20abril%20de%202021%20ANLA.pdf

https://www.dejusticia.org/nuestros-temas/politica-de-drogas/linea-de-tiempo-del-glifosato-en-colombia/
https://www.dejusticia.org/nuestros-temas/politica-de-drogas/linea-de-tiempo-del-glifosato-en-colombia/
https://www.dejusticia.org/wp-content/uploads/archivos-linea-tiempo/2018-2021/14%20de%20abril%20de%202021%20ANLA.pdf
https://www.dejusticia.org/wp-content/uploads/archivos-linea-tiempo/2018-2021/14%20de%20abril%20de%202021%20ANLA.pdf
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El Gobierno de Petro llegó prometiendo el abandono definitivo de cualquier 
intento de reanudar las aspersiones aéreas, pero nunca dejó de usar glifo-
sato. Desde 2016 sigue vigente un plan de manejo ambiental para las asper-
siones terrestres, que incluye aspersión de espalda, bomba estacionaria y 
drones. Un recuento de evaluaciones académicas mostró que las aspersio-
nes —aéreas o terrestres— tienen baja efectividad, alta tasa de resiembra 
y un costo por hectárea muy superior al de otras alternativas (Vélez et al., 
2023, p. 1). Erradicar una hectárea con glifosato cuesta entre 79 mil y 108 
mil dólares, frente a los 10 mil dólares que cuesta con sustitución (Ladino 
et al., 2021); y mientras la resiembra tras la aspersión terrestre llega al 69%, 
con erradicación manual forzada es del 30% y con sustitución apenas del 7% 
(Vélez et al., 2023, p. 1).

En noviembre de 2022, el Ministerio de Justicia había puesto a considera-
ción pública un borrador para derogar el decreto que habilita la aspersión 
terrestre, pero el Gobierno nunca lo firmó (Coalición de Acciones Para el 
Cambio, 2022), mientras dos proyectos de ley en el Congreso para prohibir el 
uso del glifosato fueron archivados por falta de trámite14. En abril de 2025 se 
conoció que la Policía Nacional abrió una licitación para comprar glifosato 
para aspersiones terrestres en 18 departamentos (El Espectador, 2025b), y a 
comienzos de septiembre de ese año el Presidente Petro anunció que, en las 
zonas donde los grupos armados “usan” a las comunidades para impedir la 
erradicación, el Gobierno recurriría a la aspersión aérea (Murillo, 2025). Ese 
mismo mes, Estados Unidos descertificó la política de drogas de Colombia, 
dejando claro que revisaría esa decisión solo si el país tomaba medidas más 
enérgicas para erradicar la coca —es decir, si retomaba la fumigación aérea 
(United States Department of State, 2025)—, lo que ha fortalecido la narrati-
va de que el país debe fumigar para forzar resultados rápidos, sin importar si 
son sostenibles o si generan violaciones a los derechos humanos.

Retos pendientes

	▪ Proteger la aplicación de los principios de precaución y prevención 
ambiental frente a cualquier estrategia de aspersión aérea, y forta-
lecer la jurisprudencia constitucional que la ha frenado hasta ahora.

14  Congreso de la República. Proyecto de Ley 287/23 Senado y Proyecto de Ley 03/24 Senado.
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	▪ Cuestionar si reducir hectáreas de coca sigue siendo la meta co-
rrecta —lo que implica volver a poner en duda los presupuestos 
básicos de la prohibición— en lugar de asumirla como una medida 
innovadora.

	▪ Vigilar el proceso de nulidad del decreto de 2021 que habilita la 
aspersión terrestre, que actualmente cursa ante el Consejo de 
Estado.

4.4. Desarrollo alternativo y su re-
lación con la violencia en los terri-
torios cocaleros
Todos los gobiernos que han intentado implementar programas masivos de 
sustitución de cultivos han enfrentado retos muy similares, precisamente 
porque ningún proyecto productivo individual —por bien diseñado que esté— 
puede sustituir la ausencia de condiciones básicas de seguridad, propiedad 
de la tierra, infraestructura vial, acceso a mercados y servicios públicos. 
Mientras esas condiciones estructurales no se resuelvan, los ingresos de los 
proyectos productivos siempre llegarán tarde o resultarán insuficientes, la 
desconfianza de las familias campesinas en el Estado seguirá creciendo, y 
la presión política para volver a la erradicación forzada —más rápida y visible 
en el corto plazo, aunque mucho menos efectiva y sostenible— seguirá ga-
nando la partida frente a la paciencia que exige una verdadera transforma-
ción territorial.

En Colombia se ha implementado el desarrollo alternativo durante más de 
cuatro décadas, bajo la premisa de generar actividades económicas que re-
emplacen los ingresos que las familias obtienen de la coca (Rebolledo-Cas-
tillo, 2023, p. 1246). Sin embargo, esta política no ha logrado resolver las 
condiciones estructurales que llevan a las poblaciones a depender de ella: el 
difícil acceso, la baja cobertura de servicios públicos y la escasa presencia 
de instituciones civiles incrustaron la economía de la coca en municipios 
con altos niveles de marginalidad, desempleo y presencia de grupos arma-
dos. Aunque los cultivos ilícitos son esenciales para la subsistencia de mu-
chas familias en zonas empobrecidas, esa misma dependencia las encierra 
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en un círculo de marginación e inseguridad y en los municipios con muy alta 
presencia de coca, hasta el 93% de la población rural vive en condiciones 
de pobreza, y el 65% tiene necesidades básicas insatisfechas (Chaparro & 
Cruz, 2017, p. 61).

A partir de enero de 2017, bajo el segundo mandato del Gobierno de San-
tos, arrancó el Programa Nacional Integral de Sustitución de Cultivos Ilíci-
tos (PNIS), la apuesta de desarrollo alternativo derivada del AFP (UNODC y 
Gobierno de Colombia, 2017, p. 21). Aunque se planteó como un proyecto de 
desarrollo territorial articulado con la Reforma Rural Integral, en la práctica 
se redujo a un Plan de Asistencia Inmediata con cinco componentes —asis-
tencia alimentaria, asistencia técnica, seguridad alimentaria y proyectos 
productivos de corto y largo plazo—, con un valor calculado de 36 millones 
de pesos por familia. Más de 188 mil familias firmaron acuerdos colectivos 
de sustitución, pero para marzo de 2018 solo 62 mil estaban efectivamente 
vinculadas al programa, con retrasos importantes en el cumplimiento de los 
compromisos estatales (FIP, 2018, p. 7). A esto se sumó el deterioro de las 
condiciones de seguridad, pues la disputa por las rutas y rentas de la coca 
reactivó rápidamente las acciones violentas y el asesinato de líderes socia-
les relacionados con la ejecución del PNIS (Marín-Llanes, 2020), especial-
mente en Nariño, Cauca, Guaviare, Vichada, Meta y Caquetá (Álvarez et al., 
2019, p. 29).
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Gráfica No. 1. Densidad de cultivos de coca e indicadores de desempeño  
municipal en Colombia

Fuente: (Chaparro & Cruz, 2017, p. 61) 
 

Descripción: La gráfica compara indicadores sociales en municipios sin cultivos de coca, con 
muy alta presencia de coca y en el total de municipios del país. Los indicadores incluidos son 
el índice de necesidades básicas insatisfechas, el Gini de propietarios de tierra, las cifras de 
pobreza monetaria rural y pobreza monetaria urbana, la pobreza multidimensional, el ingreso 
per cápita y el índice de desarrollo humano ajustado. Se puede ver que NBI y los indicadores de 
pobreza, los municipios con hoja de coca tienen peores resultados, mientras que el ingreso y el 
Gini se comportan muy similar al resto del país. Esto muestra la trampa de pobreza en la que se 
encuentran los municipios que dependen de la hoja de coca.

El Gobierno de Duque tensionó aún más las relaciones con las organizaciones 
campesinas al priorizar la reactivación de las aspersiones y los operativos de 
erradicación, mientras las familias que ya cultivaban coca pedían la sustitu-
ción prometida. Su Gobierno decidió no firmar más acuerdos colectivos ni 
vincular nuevas familias al programa (Mejía Hidalgo, 2021, p. 183), e inició una 
verificación más exhaustiva de quienes ya habían suscrito acuerdos indivi-
duales y como consecuencia solo 99.097 núcleos familiares fueron finalmen-
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te reconocidos como beneficiarios (Cruz-Olivera & León-Marín, 2024, p. 74). 
En 2021, el 12% de las familias vinculadas fueron suspendidas del programa 
(Secretaría técnica del componente internacional de verificación CINEPP/
PPP-CERAC, 2021, p. 171), mientras que las que sí cumplieron sus compromi-
sos habían erradicado 45 mil hectáreas con una tasa de resiembra de ape-
nas 0,8 % (Consejería Presidencial para la Estabilización y la Consolidación, 
2022, p. 14). A pesar de este cumplimiento, el Gobierno estuvo en mora con 
los pagos de asistencia inmediata y con la entrega de los proyectos producti-
vos (Coalición de Acciones Para el Cambio et al., 2022, p. 11), lo que llevó a que 
los ingresos de las familias vinculadas cayeran significativamente: el 91% de 
ellas presentaba algún nivel de inseguridad alimentaria (UNODC, 2020, p. 3).

Durante el Gobierno de Petro, el fracaso del PNIS llevó a apostar por dis-
minuir la erradicación para negociar con las comunidades nuevos acuerdos 
de desarrollo territorial; pero, al comprometerse a reducir la coca sin usar 
medidas coercitivas, el Gobierno no logró satisfacer las demandas de de-
sarrollo ni cumplir lo ya pactado en gobiernos anteriores (Rueda, 2025b). 
En este periodo surgió, además, una fuerte crisis de precios y desde finales 
de 2021, la arroba de hoja de coca y el kilo de pasta base cayeron hasta un 
50% en regiones como Catatumbo, Putumayo y Nariño (Bravo & Rodríguez, 
2023) y en el Cauca (Forero & Fukuda, 2023). Las causas no están del todo 
claras, pero se cree que la producción creció más rápido que la capacidad 
de procesamiento; lo cierto es que las consecuencias recayeron sobre todo 
en las familias productoras, mientras los márgenes se mantuvieron en las 
etapas de tráfico y exportación (Zuleta, 2026). Un análisis de la FIP sobre 
el departamento de Putumayo documentó, entre los principales impactos, 
riesgo de inseguridad alimentaria, contracción de los flujos económicos 
locales, obstáculos para el acceso a la educación y aumento de la ganadería 
y otras economías ilegales, en un contexto en que más de 400 mil familias 
dependen del cultivo de la hoja de coca (Rueda et al., 2025, p. 25).

El Gobierno no dio una respuesta oportuna a esta crisis; solo desde octubre 
de 2023 impulsó la entrega de dos millones de pesos por familia, desconta-
bles de la deuda pendiente con el PNIS (Rueda et al., 2025, p. 44). En la ante-
sala de la COP16, en 2024, el Presidente Petro anunció la compra directa de 
la cosecha de coca en el corregimiento de El Plateado y en toda la región del 
cañón del Micay (Cauca) (Presidencia de la República, 2024); sin embargo, la 
falta de claridad sobre los mecanismos para materializar esa medida —¿cuál 
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sería el precio?, ¿para qué se usaría la hoja comprada?, ¿por cuánto tiem-
po?— dio la sensación de que se trataba de una salida en falso, que además 
podía generar incentivos perversos para aumentar tanto los precios como 
los cultivos (Rueda, 2025a, p. 7). Una idea similar ya la habían planteado los 
expresidentes César Gaviria y Álvaro Uribe (J. Garzón & Wilches, 2016). Lo 
positivo de ese anuncio fue que reactivó la conversación sobre los usos 
legales de la hoja de coca que podrían generar ingresos legítimos para las 
comunidades campesinas e indígenas que han cargado con el peso de la 
guerra contra las drogas.

El problema de fondo es la ambigüedad normativa. La existencia de produc-
tos derivados de la hoja de coca queda hoy en un limbo entre la protección 
constitucional a las comunidades indígenas y la aplicación del Código Pe-
nal, pasando por las facultades de las autoridades sanitarias para perseguir 
a fabricantes y comercializadores sobre todo a las tiendas naturistas (L. 
Cruz-Olivera, 2023). Aunque uno de los ejes de la Política Nacional de Drogas 
2023-2033 era justamente la regulación responsable de la hoja de coca, y el 
Gobierno publicó dos borradores de decreto en 2023 (Dejusticia & Elementa 
DDHH) y 2024 (Dejusticia) sobre sus usos médicos, científicos e industriales, 
ninguno de esos decretos se firmó, dejando una nueva deuda pendiente en 
la ejecución de esta política.

El desarrollo alternativo, además, ha pasado por distintos enfoques a lo 
largo de las últimas décadas. Primero fue una forma de “minimizar” los da-
ños que la erradicación forzada causaba tanto a las comunidades como a la 
confianza en las instituciones; luego se convirtió en una estrategia de “con-
solidación” territorial, en la que sí se documentaron avances significativos 
en seguridad y reducción de cultivos en algunas zonas (FIP, 2011, p. 20); y, 
más recientemente, ha sido una herramienta para negociar con las propias 
comunidades la manera y el ritmo de la erradicación (Rebolledo-Castillo, 
2023). Es preferible, en cualquier caso, al uso de la fuerza directa, porque no 
implica violencia sobre las poblaciones cultivadoras; pero tanto la erradica-
ción como la sustitución siguen siendo, en el fondo, estrategias pensadas 
para reducir hectáreas de coca, no para transformar de fondo los territorios 
donde esa economía se ha arraigado.
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Retos pendientes

	▪ Discutir, como sociedad y como movimiento de reforma, si la meta 
de reducir hectáreas de coca sigue siendo relevante, recordando 
que la UNGASS 2016, los ODS y el AFP promovían mejorar los contex-
tos territoriales, no solo ejecutar proyectos productivos familiares.

	▪ Hacer seguimiento y exigir el cumplimiento de los compromisos 
pendientes del PNIS y de los demás programas de desarrollo al-
ternativo, en particular la entrega de recursos y bienes colectivos 
comprometidos.

4.5. Regulación del cannabis
Conviene distinguir entre dos conversaciones que en Colombia suelen mez-
clarse pero que tienen lógicas y actores muy distintos: la regulación del can-
nabis para fines médicos y científicos —que ya existe desde 2015 y que ha 
girado, sobre todo, alrededor de un negocio de exportación— y la regulación 
del cannabis para uso adulto o recreativo, que sigue bloqueada por la Consti-
tución. Buena parte de la confusión pública sobre este tema, y también de la 
resistencia política a avanzar en la segunda conversación, se explica porque 
los sectores más conservadores insisten en presentar cualquier avance en 
la primera como la antesala inevitable de la segunda, algo que la evidencia 
de la última década no confirma.

En diciembre de 2015, mediante el Decreto 2467, el Gobierno de Santos re-
guló los usos científicos y medicinales del cannabis, aplicando facultades 
que la Ley 30 de 1986 ya había previsto —pero que tardaron casi 30 años en 
materializarse—. Esa ley creó un sistema de fiscalización bastante enreve-
sado, con licencias por fases desde la posesión de semillas hasta la trans-
formación, con la participación de cuatro ministerios y tres agencias con 
competencias que se solapan entre sí, lo que ha limitado la creación de mar-
cos regulatorios ágiles. La expedición del decreto estuvo envuelta en acu-
saciones de favorecer a dos empresas extranjeras con licencias otorgadas 
sin datos claros sobre cuántos pacientes había en el país (León, 2016), aun-
que tuvo pocos detractores en general —salvo algunos sectores religiosos 
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que veían en la medida una “legalización progresiva” encubierta (Aciprensa, 
2015). Meses después se aprobó la Ley 1787 de 2016, con votación práctica-
mente unánime en el Congreso, que profundizó la complejidad sanitaria de 
la regulación y centró el modelo en los medicamentos, sujetos a estándares 
exigentes de seguridad y farmacovigilancia.

Aunque esa ley ordenó proteger y fortalecer a los pequeños y medianos 
cultivadores nacionales, esa protección nunca se materializó. De los 3.594 
pequeños productores registrados en 2019, hoy quedan apenas 54 (Cruz & 
Pereira, 2021). La obligación impuesta a los licenciatarios de transformar 
al menos un 10% de su cupo con materia prima proveniente de pequeños 
o medianos cultivadores fue fácilmente burlada, pues bastaba una declara-
ción jurada de imposibilidad para saltarse el requisito. La discusión pública 
sobre el cannabis medicinal terminó girando casi por completo alrededor 
del negocio, pues se proyectó un mercado regional de 8.500 millones de dó-
lares para 2028 (Keenan, 2018), y el país se presentó ante el mundo como un 
caso “milagroso” que pasaba de la guerra al cannabis medicinal (Faiola, 2018)  
—aunque con resultados mucho más modestos que lo prometido, dada la 
sobreestimación del mercado, la exclusión de los pequeños productores 
y una carga burocrática que asfixió incluso a las grandes compañías (J. C. 
Garzón & Bernal, 2016).

El uso medicinal del cannabis nunca implicó, contrario a lo que temían sus 
detractores, un salto hacia la regulación del uso adulto. Mientras se habla-
ba de “cannabis” con discurso farmacéutico y de emprendimiento, quienes 
usaban “marihuana” en la calle seguían siendo perseguidos bajo el decreto 
de decomiso de la dosis personal. Durante el periodo de Duque se discutie-
ron tres proyectos de reforma constitucional15 y dos proyectos de ley para 
regular el uso adulto16, sin que ninguno se aprobara (Elementa DDHH, 2022, 
p. 32). Desde 2019, diversas organizaciones de la sociedad civil habían pre-
sentado principios básicos para esa regulación: autonomía y libertad indi-
vidual, evidencia científica, no criminalización, comercio justo y un enfoque 

15  Congreso de la República de Colombia. Proyecto de Acto Legislativo 022 de 2022 (Cámara), 
Proyecto de Acto Legislativo 031 de 2022 (Senado) y Proyecto de Acto Legislativo 066 de 2022 
(Cámara).
16  Congreso de la República de Colombia. Proyecto de Ley No. 108 de 2022 (Senado) y Proyecto 
de Ley No. 246 de 2022 (Cámara).
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reparador para las poblaciones que han sufrido la guerra del Estado contra 
el cannabis (Coalición de Acciones Para el Cambio, 2019b, p. 18).

En 2021, el Gobierno de Iván Duque reformó en su totalidad la reglamenta-
ción a través del Decreto 811, luego de una concertación con los empresarios 
del sector. El Decreto permitió la fabricación de textiles, alimentos o bebi-
das a base de cannabis, pero la mayor novedad fue el permiso para que la 
industria nacional exportara la flor seca de la planta. Además, se permitió 
el ingreso de la flor a zonas francas para ser cortada, secada y pasar por ac-
tividades de transformación y empaque (Cora & Torrado, 2021). El Decreto 
fue firmado en el cultivo de Cleaver Leaves, una de las empresas más impor-
tantes del sector, dando fuerza al relato sobre sanitización de “big pharma” 
del cannabis que alejaba a los pequeños productores de la oportunidad de 
participar en el mercado.

El Gobierno de Petro promovió, de nuevo, un discurso de “regulación respon-
sable” del uso adulto e incluyó un eje completo sobre el tema en la Política 
Nacional de Drogas, pero no logró avances concretos. Tras nueve proyectos 
de acto legislativo en la última década, el país sigue sin modificar el artículo 
49 de la Constitución; en 2024 la reforma casi se aprueba en el último deba-
te, pero la ausencia de algunos congresistas de la bancada de Gobierno la 
hundió, en medio de la cercanía del debate electoral (Aguirre, 2025), dando 
lugar a una confrontación política entre la narrativa a favor de los derechos 
de las personas que usan drogas y aquella que reproduce los estereotipos 
de la prohibición (Flórez & Forero, 2025).

En esa ambigüedad legal ha surgido, sin embargo, una vía intermedia: los 
clubes sociales cannábicos, asociaciones privadas sin ánimo de lucro que 
vinculan a personas usuarias adultas en un circuito cerrado, en estrecha 
relación con cultivadores (Linares & Forero, 2025, p. 2), y que hoy suman 
unos 46 en el país (Cruz-Olivera, 2026). Este modelo se apoya en una lectura 
sistemática de decisiones de la Corte Suprema y la Corte Constitucional que 
interpretan que la prohibición constitucional solo abarca el delito de tráfico 
de estupefacientes, dejando abierta una ventana para el acceso legal sin 
ánimo de lucro (Pérez et al., 2024, p. 44).

Pero incluso avanzar en la vía de los clubes cannábicos plantea preguntas 
difíciles, pues al ser un modelo pensado para la distribución sin ánimo de 
lucro, no resuelve cómo mejorar las condiciones de vida en las zonas que 
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hoy dependen económicamente del cannabis ilegal, pues las familias culti-
vadoras no podrían destinar ganancias a bienes rurales u otras inversiones 
que hoy sí les permite la ilegalidad (Pérez et al., 2024, p. 54). Superar la pro-
hibición implicaría, entonces, no solo abrir un mercado legal, sino diseñar 
mecanismos que permitan a los pequeños cultivadores capturar un valor 
económico real —algo que la regulación medicinal, centrada en las grandes 
farmacéuticas, no logró resolver, y que la discusión sobre el uso adulto toda-
vía tiene pendiente.

Retos pendientes

	▪ Superar la discusión sobre el cannabis medicinal como un “milagro” 
económico y, en su lugar, medir las necesidades reales del mercado 
para garantizar los derechos de quienes contribuyeron a desarro-
llar su potencial terapéutico y quedaron al margen por el exceso de 
regulación sanitaria.

	▪Movilizar la reforma al artículo 49 de la Constitución para poder ha-
blar de un mercado regulado de uso adulto, con enfoque de dere-
chos humanos, salud pública e inclusión de los actores del mercado 
gris.

	▪ Profundizar la conversación sobre la mejor forma de regular y pro-
teger la consolidación de los clubes sociales cannábicos, superan-
do al mismo tiempo los límites de ese modelo.

4.6. El enfoque de género no  
logra materializarse, salvo en las 
alternativas al encarcelamiento
A pesar de los esfuerzos de la sociedad civil y de algunos gobiernos, la polí-
tica de drogas en Colombia no tiene un enfoque de género. La UNGASS 2016, 
los ODS y el AFP mencionan ese enfoque como un principio fundamental, y 
también aparece en el Código Penitenciario, el Código Penal, la jurispruden-
cia constitucional y las políticas de drogas de los últimos tres gobiernos. Sin 
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embargo, esa institucionalización no ha desembocado en un cambio real en 
la manera en que concebimos y actuamos frente al eje mujer-drogas. Este 
fracaso, que es colectivo, tiene su origen en la idea de que las drogas son un 
asunto masculino: la intoxicación, el riesgo, la violencia y el goce de probar 
sustancias desconocidas son prácticas históricamente masculinizadas, 
mientras que la participación de las mujeres en este mundo conlleva seña-
lamientos por “controvertir” lo que se espera de ellas como madres, hijas o 
esposas (Pereira-Arana & Cruz-Olivera, 2021).

Las políticas de drogas construidas sobre esas narrativas ni siquiera cuen-
tan a las mujeres relacionadas con las sustancias psicoactivas. Hoy sabe-
mos cuántas hectáreas de coca hay en el país, pero no cuántas mujeres 
hacen parte de esa economía ilegal. La mejor cifra disponible indica que el 
36% de las familias que participaron en el PNIS tenían a una mujer como ti-
tular (Corporación Sisma Mujer et al., 2021, p. 54); ese reconocimiento llevó 
a la Dirección para la Sustitución de Cultivos Ilícitos a adoptar, cuatro años 
después de iniciado el programa, un protocolo para incorporar el enfoque 
de género en su implementación (DSCI, 2021). El eje uso-mujeres —en con-
textos de fiesta (Morris et al., 2023), de trabajo sexual (Pereira et al., 2021) o 
simplemente en la búsqueda de placer (Macaulay, 2020)— también ha sido 
visibilizado por la sociedad civil, aunque la precariedad de los servicios de 
RRD termina excluyendo aún más a las mujeres cuando necesitan atención.

Este vacío de información no es un asunto menor y sin datos confiables sobre 
la magnitud y las condiciones de la participación femenina en la economía de 
las drogas, resulta casi imposible diseñar políticas públicas que respondan 
a sus necesidades específicas —desde el acceso a la salud reproductiva en 
zonas cocaleras, hasta las rutas de atención para mujeres que han sufrido 
violencia sexual en el marco del narcotráfico. Organizaciones de la sociedad 
civil han insistido en que mientras el Estado siga midiendo el éxito de su polí-
tica de drogas únicamente en hectáreas erradicadas o toneladas incautadas, 
seguirá siendo estructuralmente incapaz de ver a las mujeres que sostienen, 
en la sombra, buena parte de esa economía (Caicedo & Gil, 2019).

El nicho donde sí se ha logrado un avance más claro es el de las alternativas al 
encarcelamiento para mujeres que cometen delitos de tráfico de estupefa-
cientes. Desde hace más de 15 años, organizaciones de la sociedad civil han 
impulsado reformas legislativas para implementar las Reglas de Bangkok en 
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la región (Cots & Nougier, 2021) y en Colombia (Uprimny et al., 2016), confor-
mando un grupo de trabajo regional sobre mujeres, política de drogas y en-
carcelamiento17 (Youngers, 2023, p. 2). La feminización del encarcelamiento 
por delitos de drogas se explica por una política criminal desproporcionada: 
para 2015, el 45% de las mujeres privadas de la libertad había cometido deli-
tos de tráfico de estupefacientes, y aunque las mujeres representaban solo 
el 7% de la población penitenciaria, su participación en los delitos de drogas 
ascendía al 16,2%, frente al 83,8% de los hombres (Uprimny et al., 2017, p. 54).

En el AFP, el Gobierno de Santos se comprometió a crear un tratamiento 
penal diferenciado para pequeños cultivadores y para mujeres en situación 
de pobreza condenadas por delitos de drogas no violentos (Gobierno de la 
República de Colombia y FARC - EP., 2016, p. 108); sin embargo, ninguno de 
los dos proyectos de ley relacionados llegó a aprobarse18. Durante el Gobier-
no de Duque, la narrativa de guerra contra las drogas hizo casi imposibles 
las reformas necesarias y ni siquiera los decretos para aliviar la presión de la 
pandemia en las cárceles relajaron el discurso punitivista, y las personas en-
carceladas por delitos de drogas fueron excluidas del beneficio de reclusión 
domiciliaria transitoria, lo que redujo el número de personas efectivamente 
excarceladas de los 10 mil proyectados a solo 4 mil (Comisión de Seguimien-
to a la Vida en Prisión, 2020, p. 5). En 2018 se conformó la Corporación Mu-
jeres Libres19, integrada por mujeres que habían experimentado la privación 
de la libertad, que impulsó junto con otras organizaciones, la llamada “ley 
de utilidad pública”, radicada en el Congreso en 2019 para crear un sustitu-
to penal —trabajo comunitario en libertad— para mujeres cabeza de familia 
condenadas en condiciones de marginalidad (Caicedo, 2017).

El Congreso aprobó ese proyecto en junio de 2021, pero el Presidente Duque 
presentó dos objeciones constitucionales: la primera, argumentando que la 
medida desconocía el deber estatal de castigar las conductas que afectan 
derechos y las obligaciones internacionales del país; la segunda, alegando 
que la medida discriminaba a los hombres cabeza de familia en situación si-

17  https://mujeresydrogas.wola.org/
18  Congreso de la República. Proyecto de Ley No. 22 de 2017 de Cámara y 13 de 2017 de Senado, y 
Proyecto de Ley No. 226 de 2018 y 197 de 2018.
19  https://www.mujereslibres.co/

https://mujeresydrogas.wola.org/
https://www.mujereslibres.co/
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milar. El Congreso rechazó ambas objeciones en octubre de 2021, y la Corte 
Constitucional, en la sentencia C-256 de 2022, las declaró infundadas, dan-
do paso a una ley que no excluyó el tráfico de estupefacientes ni el concierto 
para delinquir asociado —las conductas que llevan a más mujeres a prisión—, 
convirtiéndose así en un hito de la política criminal con enfoque de género.

La ley se promulgó finalmente el 8 de marzo de 2023, ya bajo el Gobierno de 
Petro, pero su implementación ha sido lenta. El decreto que la reglamenta 
se expidió un año después de entrar en vigor. Organizaciones como Dejusti-
cia y Mujeres Libres han promovido su conocimiento entre las mujeres pri-
vadas de la libertad a través de cartillas informativas. A comienzos de 2024 
solo 20 mujeres habían recibido el beneficio; en julio de ese año eran 51; y 
hacia finales de 2025, casi tres años después de aprobada la ley, ya eran más 
de 250 las mujeres cumpliendo su condena mediante este mecanismo —una 
cifra todavía baja frente a las cerca de 6.000 mujeres que podrían acceder a 
él (Cardona et al., 2026, p. 2). Persisten obstáculos relacionados con la inter-
pretación de conceptos como “mujer cabeza de familia” y “marginalidad”, así 
como desafíos probatorios, procesales y de cultura judicial (Mujeres Libres 
et al., 2024); aun así, es el avance más significativo que tiene este Gobierno 
en materia de política criminal y racionalización del uso de la prisión.

Las políticas de drogas suelen dejar a las mujeres para el final. Sus derechos 
terminan en último lugar porque la política se concibe, primero, para el hom-
bre que usa basuco, el hombre que raspa coca o el hombre que vendió dro-
gas y fue privado de la libertad. Así, ni los cultivos, ni las cárceles ni las calles 
están diseñadas para las necesidades particulares de las mujeres, y ese 
fracaso no se ha corregido ni con la UNGASS 2016, ni con los ODS, ni con las 
Directrices Internacionales sobre Derechos Humanos y Política de Drogas. 
Reconocerlo con honestidad es el primer paso para que el enfoque de gé-
nero deje de ser solo una palabra que se repite en los documentos oficiales.
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Retos pendientes

	▪ Avanzar en la operativización del enfoque de género más allá de los 
diagnósticos, definiendo con claridad qué acciones concretas lo 
implementan en cada uno de los nichos de la política de drogas.

	▪Mejorar la información sobre la política de drogas incorporando la 
variable de género no solo para contar personas, sino para registrar 
sus necesidades específicas.

	▪ Defender la ley de utilidad pública y profundizar su implementación, 
lo que requiere una mejor articulación entre el Gobierno, la Defen-
soría del Pueblo y los jueces de ejecución de penas, además de mo-
tivar a más organizaciones a crear plazas de trabajo comunitario.



54

Diez años de la UNGASS 2016: cambios y deudas 
en la política de drogas en Colombia

Conclusiones:  
cerrar brechas para  

implementar un política 
integral

Diez años después de la UNGASS 2016, Colombia puede mostrar avances 
discursivos importantes. Hoy se habla con más naturalidad de derechos hu-
manos, salud pública y enfoque diferencial dentro de la política de drogas, 
y el país ha mantenido, gobierno tras gobierno, cierto protagonismo en los 
escenarios multilaterales sobre este tema. Sin embargo, ese protagonismo 
internacional no se ha traducido, de manera consistente, en transformacio-
nes reales y sostenidas para las personas que usan drogas, para las comu-
nidades cultivadoras de coca y cannabis, ni para las mujeres afectadas por 
esta economía.

Los tres gobiernos analizados —Santos, Duque y Petro— representan tres 
maneras distintas de relacionarse con la reforma: abrir la conversación 
sin cerrar la brecha entre el discurso y la práctica; intentar cerrar esa con-
versación por completo con un regreso a la mano dura; e inflar el discurso 
reformista sin lograr la capacidad institucional para ejecutarlo. En los seis 
temas o nichos revisados en este documento —reducción de daños, uso de 
drogas en espacio público, erradicación, desarrollo alternativo, cannabis y 
enfoque de género— se repite el patrón de avances normativos y de narra-
tiva, seguidos de una implementación lenta, subfinanciada o simplemente 
inexistente.

Vale la pena insistir en que ninguno de los seis temas revisados en este do-
cumento se puede resolver de manera aislada. La reducción de daños ne-
cesita financiación estable, que compite por los mismos recursos que hoy 
se destinan a la erradicación; la erradicación no tendrá sentido mientras no 
exista una alternativa económica legal y rentable para las familias cocaleras; 
el desarrollo alternativo no funcionará sin seguridad ni sin una salida clara 
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para los usos legales de la coca; y ni la regulación del cannabis ni las alterna-
tivas al encarcelamiento avanzarán mientras la narrativa de la guerra contra 
las drogas siga siendo, para buena parte de la clase política colombiana, la 
manera más fácil de mostrar resultados inmediatos frente a la opinión pú-
blica. Superar esa lógica exige, sobre todo, decisiones de largo plazo, algo 
que la alternancia entre gobiernos con visiones tan distintas como los tres 
que se analizan aquí ha hecho particularmente difícil.

El reto para el próximo Gobierno y el próximo Congreso no es solo mantener 
el discurso reformista frente a la comunidad internacional —algo que, hasta 
ahora, Colombia ha sabido hacer con cierta habilidad—, sino cerrar, por fin, 
la distancia entre lo que el país dice defender en Nueva York, Viena o Ginebra 
y lo que realmente hace en sus calles, sus territorios cocaleros y sus cárce-
les. Esa es, en el fondo, la principal deuda pendiente de esta década.
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